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1. INTRODUCCIÓN

1	 De acuerdo con cifras de monitoreo del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, solicitadas por transparencia, las organizaciones 
de la sociedad civil ejecutan el 32% de la oferta pública que es —valga la redundancia— ejecutada por terceros. Entre los ejecutores 
externos se encuentran municipios, universidades públicas, Gobiernos regionales y organismos privados.

Las organizaciones de la sociedad civil en nuestro país 
tienen una gran relevancia, no solo en la provisión 
de servicios públicos1, sino también en cuanto a su 
capacidad de atender a grupos vulnerables, de com-
plementar la oferta estatal en términos programáticos 
y territoriales, organizar a la ciudadanía y movilizar 
recursos en torno al interés público (Irarrázaval, 
Sagredo y Streeter, 2019). Sin embargo, y a pesar de 
su importancia, hoy desconocemos cuántas organi-
zaciones de la sociedad civil existen en nuestro país, 
cuántas están activas, dónde están operando o a qué 
se dedican, y mucho menos conocemos en detalle 
cuántos recursos públicos reciben.

La única aproximación con la que hoy contamos es 
un mapa de las organizaciones de la sociedad civil, 
publicado por Sociedad en Acción del Centro de 
Políticas Públicas UC, que, en su última versión, da 
cuenta de la existencia de 403.159 organizaciones, de 
las cuales el 52% se encuentran activas (Irarrázaval, 
Keim y Orta, 2024). Para llegar a esta cifra se debió 
realizar la agregación de información de 15 regis-
tros, sobre los cuales, posteriormente, se realizaron 
procesos de homologación de datos, clasificación de 
estados de actividad, eliminación de casos, limpieza 
de duplicados y, por último, una categorización del 
ámbito de actividad de acuerdo con el nombre de la 
organización. Todo este esfuerzo responde a que en 
nuestro país contamos con múltiples registros de 
organizaciones de la sociedad civil, pero cada uno 
creado bajo normativas distintas y con lógicas sec-
toriales propias, lo que plantea importantes desafíos 
en términos de caracterización, trazabilidad, intero-
perabilidad y coherencia institucional.

El informe de la Comisión de Integridad Pública 
y Transparencia (conocida como Comisión Jara-

quemada) identifica explícitamente la falta de un 
sistema unificado de registro para las instituciones 
privadas sin fines de lucro, considerando dicha falta 
como una debilidad estructural en el ecosistema de 
integridad del Estado. Según dicho informe, actual-
mente existen diversos registros dispersos —algunos 
constitutivos y otros habilitantes—, cuya existencia 
y uso no garantiza ni la transparencia pública ni una 
fiscalización eficaz por parte de las instituciones 
del Estado o de la ciudadanía. Esta situación se ve 
agravada por la ausencia de estándares comunes, 
mecanismos de actualización oportuna y la falta de 
interoperabilidad entre plataformas públicas, lo que 
limita el uso estratégico de esta información para la 
gestión pública (Ministerio Secretaría General de la 
Presidencia, 2023).

Asimismo, dicha comisión advierte que muchas 
organizaciones que reciben financiamiento público 
no están sujetas a un sistema de rendición de cuentas 
homologado o trazable, dificultando la evaluación del 
uso de recursos y del cumplimiento de los objetivos 
institucionales. Esta fragmentación no solo genera 
ineficiencias administrativas, sino que también debilita 
la confianza pública en las instituciones y organiza-
ciones que integran el ecosistema de colaboración 
entre el Estado y la sociedad civil.

En este escenario, el fortalecimiento del sistema de 
registros es absolutamente necesario. En primera ins-
tancia, para mejorar la transparencia, la colaboración e 
interacción entre las organizaciones de la sociedad civil 
y los organismos del Estado a nivel nacional, regional 
y local. En segunda instancia, para facilitar el acceso 
a recursos del Estado y la fiscalización. Una arqui-
tectura de información robusta que permita conocer 
qué organizaciones existen, cómo están constituidas, 
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qué funciones cumplen y qué recursos administran 
es fundamental para promover una relación más 
transparente y eficaz entre el Estado y la ciudadanía. El 
desafío pasa por crear un registro único que permita 
avanzar hacia un sistema interoperable, actualizado y 
accesible que articule los distintos registros existentes 
y permita generar información confiable y utilizable 
para la toma de decisiones.

La experiencia internacional muestra que muchos paí-
ses han optado por consolidar registros centralizados 
o sistemas integrados de información que permiten 
una fiscalización más eficiente y transparente del 
ecosistema sin fines de lucro. En Chile existen avances 
normativos importantes en materia de transformación 
digital y principios de interoperabilidad, pero aún 
persiste una brecha significativa en la implementación 
de estos estándares en los registros de organizaciones 
de la sociedad civil.

Este informe tiene por objeto describir y analizar los 
distintos registros existentes vinculados a organiza-
ciones de la sociedad civil en Chile, identificando sus 
características comunes y diferenciadas. Asimismo, se 
propone distinguir entre aquellos registros que dan 
origen jurídico a una organización y aquellos que ope-
ran como herramientas habilitantes para beneficios, 
financiamiento o coordinación interinstitucional. 
A partir de este análisis, se busca aportar con linea-
mientos respecto a cómo avanzar en la creación de un 
registro integrado de las organizaciones de la sociedad 
civil, que finalmente contribuya a la transparencia y, 
al mismo tiempo, fortalezca su rol público.
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2. REGISTROS DE LAS ORGANIZACIONES DE LA 
SOCIEDAD CIVIL A NIVEL INTERNACIONAL

2	 Equivalente a $ 6.515.770 pesos chilenos en septiembre de 2025.
3	 Para más información al respecto, véase: https://surl.li/kqztzb.
4	 Prevención o superación de la pobreza; fomento de la educación; fomento de la religión; fomento de la salud; fomento de la ciuda-

danía y/o desarrollo comunitario; fomento de las artes, cultura, patrimonio y la ciencia; fomento del deporte amateur; fomento de 
los derechos humanos y la promoción de la igualdad y diversidad; fomento de la protección y mejora del medioambiente; asistencia 
de personas de grupos desventajados; fomento del bienestar animal; promoción de la eficiencia de servicios policiales, de emer-
gencias y bomberos; cualquier otro propósito que pueda ser reconocido como benéfico. Para más información al respecto, véase: 
https://sl1nk.com/2LxKa. 

5	 Para más información al respecto, véase: https://surl.lu/stfuon.

La existencia de información precisa, actualizada e 
integrada sobre las organizaciones de la sociedad civil 
es un desafío que no solo ha enfrentado nuestro país. 
En este marco, cobra especial relevancia revisar la 
operación y uso de sistemas de información en otros 
países, a fin de obtener luces sobre cómo debería ser el 
diseño de un registro de estas características en Chile.

Para el análisis se han considerado los casos de In-
glaterra y Gales, Nueva Zelanda, Australia y España. 
La elección de los países responde a diversos factores, 
relacionados a la larga data de sus registros, la diversi-
dad de organizaciones que componen el ecosistema, la 
estructura organizacional responsable de administrar 
los datos y, por supuesto, la disponibilidad de informa-
ción, en tanto son países reconocidos por contar con 
sistemas informativos respecto a las organizaciones 
de la sociedad civil en funcionamiento.

Las distintas formas en que estos países han abor-
dado la construcción de un sistema de información 
se refleja en factores como el tipo de organizaciones 
que forman parte de los registros, el nivel institu-
cional en el que se maneja la información o el tipo 
de información que se aloja. Se espera que a partir 
del análisis de esta diversidad y de los aspectos co-
munes, se obtengan insumos y consideraciones para 
la implementación de un nuevo modelo de registro 
de las organizaciones de la sociedad civil en Chile, 

especialmente en torno a criterios relacionados a la 
operación, a los requisitos para el ingreso o salida del 
registro, al tipo de información que se almacena y a 
las limitaciones que se enfrentan.

2.1 Organizaciones e información 
que componen los registros

Los registros en Australia, España, Inglaterra y Gales 
y Nueva Zelanda presentan diferencias significativas 
en cuanto al tipo de organizaciones que inscriben y la 
información que contienen. En términos generales, 
estos países clasifican las organizaciones según su 
propósito y nivel de formalización y, de acuerdo con 
ello, realizan la conformación de sus registros.

En este sentido, encontramos en un extremo el caso 
de Inglaterra y Gales, cuyo registro está compuesto 
solo por organizaciones benéficas, es decir, aquellas 
que tienen un ingreso de al menos 5.000 libras es-
terlinas2 por año y que además cumplen con tener 
uno o más propósitos caritativos. En la respectiva 
ley inglesa3 se definen trece propósitos4 que puede 
tener una organización que desee inscribirse en la 
Charity Commission, que es el organismo encargado 
de regular y registrar a este tipo de organizaciones5.

En otra vereda se encuentra el caso de Australia y 
Nueva Zelanda, que distinguen entre diferentes tipos 
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de organizaciones, lo que resulta en un registro distinto 
para cada una de ellas. Por ejemplo, diferencian entre 
organizaciones de caridad6 y asociaciones sin fines de 
lucro —denominadas asociaciones incorporadas—, 
correspondientes a clubes deportivos, organizaciones 
comunitarias y otras entidades locales.

Un caso totalmente distinto es el de España, que no 
cuenta con un registro centralizado de organizaciones 
de la sociedad civil, ya que operan varios sistemas de 
información paralelos, en función del tipo de entidad 
y de su alcance geográfico. En este sentido, existen 
registros a nivel nacional de fundaciones y asociaciones 
y, adicionalmente, cada comunidad autónoma tiene sus 
propios registros. A su vez, coexisten distintos registros 
especiales —similar a la realidad que encontramos 
en Chile—, como el de asociaciones y fundaciones 
religiosas del Ministerio de Justicia, el registro de 
cooperativas y mutuales del Ministerio de Trabajo y 
Economía Social y el registro de clubes y sociedades 
deportivas del Consejo Superior de Deportes (Ruiz, 
2001; Ruiz, 2005).

En cuanto al tipo de información contenida, existe una 
estructura común que incluye datos administrativos 
(nombre de la organización, fecha de inscripción, 
tipo de entidad), datos financieros (ingresos, fuentes 
de financiamiento, estados financieros) y datos de 
gobernanza (directores, estatutos, cumplimiento de 
obligaciones).

Dicho lo anterior, es cierto que hay diferencias en la 
accesibilidad y profundidad de estos datos. Mientras 
que Inglaterra y Nueva Zelanda ofrecen plataformas 
interactivas de acceso público con información detallada 
sobre cada una de las organizaciones7, en España se 
debe solicitar información formalmente, lo que limita 

6	 Para el caso de Nueva Zelanda, las organizaciones caritativas son aquellas asociadas a los propósitos de alivio de la pobreza, la 
promoción de la educación, la promoción de la religión y otros fines de beneficio comunitario. Para más información al respecto, 
véase: https://surl.li/vpykrl. En el caso de Australia, este tipo de organizaciones deben tener propósitos asociados a promoción de 
la salud; promoción de la educación; promoción del bienestar social o público; promoción de la religión; promoción de la cultura; 
fomento de la reconciliación, respeto mutuo y tolerancia; promoción y protección de los derechos humanos; mejorar la seguridad 
o protección de Australia y su población; prevención o alivio del sufrimiento animal; promoción del medioambiente; promoción u 
oposición de cambios en legislación o políticas públicas que favorezcan o dificulten uno o más de estos propósitos.

7	 Para más información al respecto, véase: https://sl1nk.com/9fIJZ.
8	 Cabe señalar que España, si bien no es un país federal, cuenta con una estructura altamente descentralizada, compuesta por 17 

comunidades y dos ciudades autónomas.
9	 Para más información al respecto, véase: https://sl1nk.com/KkLcg. 

la transparencia. Un elemento adicional que incide 
en el acceso y transparencia de la información es la 
estructura organizacional a cargo de los registros. 
En este sentido, hay casos como Inglaterra y Nueva 
Zelanda, ambos países unitarios, que cuentan con 
sistemas nacionales centralizados, lo que permite un 
mejor acceso y monitoreo, mientras que, en España y 
Australia, coexisten registros estatales y federales, lo 
que afecta el acceso a información unificada8.

Por su parte, la cobertura de los registros varía. En 
Inglaterra y Gales, por ejemplo, solo se considera a 
las organizaciones benéficas, lo que implica no contar 
con información de las organizaciones comunitarias 
o caritativas de menor tamaño. En Australia, Nueva 
Zelanda y España, si bien hay registros para diversos 
tipos de organizaciones, ninguno abarca la totalidad 
de aquellas sin fines de lucro, ya que los costos pecu-
niarios o administrativos asociados a la inscripción 
desincentivan la participación de muchas organiza-
ciones pequeñas. 

Otro aspecto relevante se relaciona con el número de 
identificación de las organizaciones en los registros. 
En los casos de Inglaterra y Gales, Nueva Zelanda y 
Australia, las organizaciones cuentan con un número 
de identificación que es estable y reconocido interins-
titucionalmente9 —aunque para aquellos países que 
cuentan con sistemas de información diferenciados a 
nivel territorial y/o por tipo de organización, el formato 
de este identificador único no es el mismo—. El caso 
de España es distinto, ya que el identificador que se 
utiliza está limitado a la jurisdicción y no siempre es 
interoperable a nivel nacional para las asociaciones, 
aunque sí para las fundaciones de carácter nacional.
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Tabla 1. Síntesis de las organizaciones que componen los distintos registros y la información contenida en 
estos

País Tipo de registro Organizaciones incluidas Tipo de información contenida

Inglaterra 
y Gales

Registro de caridades 
(Charity Commission)

Organizaciones benéficas con 
ingresos iguales o superiores 
a 5.000 libras esterlinas 
anuales

Información administrativa y financiera detallada, 
propósitos caritativos definidos por ley, ámbito 
específico de actividades, beneficiarios, datos de 
gobernanza y actividades realizadas10

Nueva 
Zelanda

Registro de caridades 
(Charities Services)

Organizaciones benéficas sin 
requisito mínimo financiero 
explícito

Datos institucionales, información financiera 
anual o informes de desempeño, actividades 
concretas, gobernanza interna, beneficiarios, 
ámbito territorial, identificación específica 
otorgada por el Charities Services

Registro de sociedades 
incorporadas 
(Companies Office)

Sociedades y asociaciones 
incorporadas (organizaciones 
locales, clubes deportivos 
amateur, asociaciones 
comunitarias, entre otras)11

Información administrativa básica, gobernanza, 
actividades realizadas, estados financieros 
anuales y obligatorios, propósito institucional, 
número de identificación nacional

Australia Registro de caridades 
(ACNC)12

Organizaciones benéficas 
reconocidas por la Charities 
Act 201313

Información administrativa, estados financieros 
anuales, gobernanza, actividades específicas, 
beneficiarios, ámbito territorial y fiscalidad, 
número de identificación (ABN)14

Registro de 
asociaciones 
incorporadas (locales)

Asociaciones comunitarias, 
deportivas o locales

Datos básicos administrativos, gobernanza, 
estatutos, información financiera variable según 
jurisdicción territorial

Registro de 
corporaciones indígenas 
(ORIC)

Corporaciones indígenas Información administrativa, gobernanza interna, 
datos financieros anuales simplificados según 
tamaño, ámbito geográfico específico, actividades 
comunitarias, listado de miembros que la 
componen

España Registro Nacional de 
Asociaciones (Ministerio 
del Interior)

Asociaciones de ámbito 
nacional (dos o más 
comunidades autónomas)

Información administrativa básica (estatutos, 
gobernanza, territorio), información financiera 
obligatoria solo para utilidad pública, acceso 
limitado mediante solicitudes específicas

Registros Autonómicos 
de Asociaciones (por 
comunidad autónoma)

Asociaciones autonómicas 
(solo en la comunidad de 
inscripción)

Información administrativa básica, gobernanza, 
estatutos, acceso mediante solicitud específica, 
información financiera limitada y no siempre 
obligatoria

Registro Nacional de 
Fundaciones (Ministerio 
de la Presidencia, 
Justicia y Relaciones 
con las Cortes)

Fundaciones con actividad 
en dos o más comunidades 
autónomas

Información administrativa básica (estatutos, 
gobernanza, territorio), información financiera 
obligatoria, acceso mediante solicitudes 
específicas

Registros Autonómicos 
de Fundaciones

Fundaciones con actividad en 
cada comunidad autónoma de 
inscripción

Información administrativa básica, gobernanza, 
estatutos, acceso mediante solicitud específica, 
información financiera obligatoria limitada según 
normativa autonómica

Fuente: elaboración propia.

10	  Para más información al respecto, véase: https://l1nq.com/huP7o.
11	  Para más información al respecto, véase: https://sl1nk.com/JOMkq. 
12	  Para más información al respecto, véase: https://surli.cc/rlgzvn.
13	  Para más información al respecto, véase: https://surl.lu/ommysh.
14	  Para más información al respecto, véase: https://surl.li/usqkqk
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La revisión da cuenta de que existe una coexistencia 
de distintos registros según el tipo de organización, su 
objeto o el beneficio que desean obtener (como acceso 
a donaciones, contratos públicos o beneficios tributa-
rios). Sin embargo, los países con sistemas más eficaces 
tienden a establecer criterios comunes mínimos para 
todos los registros, o bien consolidan la información 
en un registro central con distintos módulos. Esta di-
versidad no es un problema en sí misma, siempre que 
exista articulación entre registros y que las autoridades 
puedan acceder a una visión global del ecosistema de 
organizaciones de la sociedad civil.

2.2 Estructura institucional 
a cargo del registro

Las estructuras institucionales responsables de los 
registros varían según el país, reflejando diferencias 
en el grado de centralización, la normativa aplicable y 
el nivel de autonomía. La elección del modelo institu-
cional tiene implicancias en la facilidad de registro, la 
supervisión del sector y la calidad de la información, 
lo que impacta directamente en el desarrollo y forta-
lecimiento de la sociedad civil en cada país.

Por un lado, encontramos el caso de Inglaterra y Gales, 
que cuenta con un sistema altamente centralizado a 
través de la Charity Commission, un organismo público 
autónomo —aunque responsable ante el Parlamento—, 
que gestiona el registro, supervisa el cumplimiento 
normativo y ofrece asesoría a las organizaciones. Este 
tipo de modelo centralizado tiene como ventaja un 
acceso uniformado a la información, además de la 
estandarización de criterios y procedimientos para la 
entrada o salida de las organizaciones.

En contraste, España tiene un sistema descentralizado: 
asociaciones y fundaciones se inscriben en registros 
estatales o autonómicos según su ámbito de actuación. 

15	  Para más información al respecto, véase: https://surl.li/lxelnt.
16	  Para más información al respecto, véase: https://surl.lu/aktzwi.
17	  Para más información al respecto, véase: https://l1nq.com/RLaCQ.

Las asociaciones de ámbito estatal se inscriben en el 
Registro Nacional de Asociaciones, gestionado por el 
Ministerio del Interior; las que actúan principalmente 
en una comunidad autónoma se inscriben en el regis-
tro de asociaciones de la comunidad correspondiente, 
gestionado por su administración autonómica (la 
consejería competente). En fundaciones, las de com-
petencia estatal se inscriben en el Registro Nacional 
de Fundaciones de competencia estatal (bajo el pro-
tectorado del Ministerio de la Presidencia, Justicia y 
Relaciones con las Cortes) y las de ámbito autonómico 
en los registros y protectorados de cada comunidad 
autónoma. Si bien esta configuración permite mayor 
flexibilidad y probablemente facilita el acceso a orga-
nizaciones locales, genera disparidad en la aplicación 
de criterios y dificulta la integración de información 
a nivel nacional, afectando la transparencia y coordi-
nación interinstitucional.

Australia y Nueva Zelanda tienen modelos intermedios, 
con distintos registros según el tipo de organización. 
Australia, por ejemplo, posee una entidad nacional —la 
Australian Charities and Not-for-profits Commission 
(ACNC)15— encargada de regular a las organizacio-
nes caritativas, pero que también mantiene registros 
adicionales a nivel subnacional para asociaciones in-
corporadas (forma común para clubes comunitarios, 
deportivos y otras organizaciones sin fines de lucro 
locales). Además, existe la Office of the Registrar of 
Indigenous Corporations (ORIC), que regula corpo-
raciones de comunidades indígenas bajo un marco 
legislativo especial16. Por otro lado, Nueva Zelanda 
opera con el Charities Services, que gestiona el registro 
de organizaciones benéficas a nivel centralizado17, pero 
también mantiene el Companies Office, encargado de 
sociedades incorporadas, y el Business Register, que 
incluye organizaciones con ingresos elevados.
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Tabla 2. Institucionalidad según registro

País Tipo de registro Institución responsable de administrar el registro
Inglaterra y 
Gales

Registro de 
caridades

Charity Commission: organismo público no ministerial, autónomo pero 
responsable ante el Parlamento, encargado de decidir qué organizaciones 
califican legalmente como benéficas y cuáles deben ser registradas, de 
mantener un registro público actualizado de las mismas, de velar porque 
cumplan sus obligaciones legales y de tomar medidas de fiscalización o sanción 
si hay mala conducta o mal manejo de recursos

Nueva Zelanda Registro de 
caridades 

Charities Services: organismo encargado de registrar y monitorear a las 
organizaciones caritativas, así como de brindar educación y apoyo en materia de 
buen gobierno

Registro de 
sociedades 
incorporadas

Companies Office: entidad dependiente del Ministry of Business, Innovation 
and Employment (MBIE), encargada de administrar el registro de sociedades 
incorporadas

Australia Registro de 
caridades 

Australian Charities and Not-for-profits Commission (ACNC): autoridad 
nacional de las organizaciones benéficas, encargada de reconocer la condición 
de caridad, mantener un registro público y supervisar el cumplimiento de 
estándares de gobernanza

Registro de 
asociaciones 
incorporadas 

Agencias estatales o territoriales específicas para asuntos comerciales o del 
consumidor: instituciones que aprueban la incorporación de las asociaciones y 
supervisan el cumplimiento de sus funciones

Registro de 
corporaciones 
indígenas 

Office of the Registrar of Indigenous Corporations (ORIC): institución a cargo de 
regular las corporaciones de aborígenes e isleños del Estrecho de Torres, bajo 
la ley especial Corporations (Aboriginal and Torres Strait Islander) Act 200618, y 
encargadas de mantener un registro público de estas corporaciones indígenas, 
velando porque estén controladas por comunidades indígenas y que sean de su 
propiedad

España Registro Nacional 
de Asociaciones 

Ministerio del Interior: órgano rector para las asociaciones de ámbito nacional, 
que a su vez es el ente que administra el Registro Nacional del Asociaciones

Registros 
Autonómicos de 
Asociaciones

Autoridades específicas de cada comunidad autónoma

Registro Nacional 
de Fundaciones

Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública del Ministerio de la 
Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes

Registros 
Autonómicos de 
Fundaciones

Autoridades específicas de cada comunidad autónoma

Fuente: elaboración propia.

18	  Para más información al respecto, véase: https://surli.cc/pdctsy.

En contextos comparados, la multiplicidad de registros 
suele estar albergada en distintas agencias públicas 
(como ministerios sectoriales, agencias tributarias o 
entidades de fiscalización). No obstante, los países con 
sistemas más robustos logran coordinar esta dispersión 
mediante el uso de un identificador único nacional 
(como un número fiscal o de persona jurídica), que 
permite vincular la información entre sistemas sin 
necesidad de duplicación de registros. Esta práctica 
es clave para habilitar la interoperabilidad, mejorar 

la trazabilidad y reducir la carga administrativa tanto 
para el Estado como para las propias organizaciones 
de la sociedad civil.

2.3 Actualización de información 
e incentivos de permanencia 
en los registros

En términos de exigencias de actualización de in-
formación, Inglaterra y Nueva Zelanda destacan por 
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contar con un marco normativo robusto que impone 
obligaciones explícitas y periódicas de reporte a las 
organizaciones registradas. En Inglaterra, las orga-
nizaciones caritativas deben presentar rendiciones 
financieras anuales y la Charity Commission tiene 
facultades para exigir información adicional o inclu-
so aplicar sanciones. De manera similar, en Nueva 
Zelanda, el Charities Services y el Companies Office 
obligan a presentar informes anuales de desempeño 
y financieros, con un sistema que permite incluso 
la remoción del registro por incumplimiento. En 
contraste, en España, especialmente en el caso de las 
asociaciones, la exigencia de actualización está más 
ligada a si la entidad ha sido declarada de utilidad pú-
blica, ya que no todas las asociaciones están obligadas 
a rendir cuentas periódicamente. Australia muestra 
una variedad intermedia, con exigencias fuertes en el 
ámbito federal, pero menos homogéneas a nivel estatal.

Respecto a los incentivos para que las organizaciones 
mantengan actualizada su información, se observa que 
en Nueva Zelanda y Australia hay una relación directa 
entre el cumplimiento de obligaciones y el acceso a 
beneficios tributarios. Por ejemplo, en Nueva Zelanda, 
solo las entidades que reportan anualmente pueden 
mantener su estatus de organización benéfica y gozar 
de exenciones fiscales, mientras que, en Australia, el 
estatus de donatario deducible también depende del 
cumplimiento de la presentación de reportes anuales 
ante la ACNC19. Inglaterra refuerza este incentivo con 
la visibilidad y confianza que otorga el registro público, 
siendo un sello de legitimidad que puede incidir en 
la recepción de donaciones y financiamiento20. En 
España, si bien existen beneficios fiscales para las 
entidades declaradas de utilidad pública21, la falta de 
obligatoriedad para todas las asociaciones debilita 
este incentivo, limitando la presión para mantener 
la información al día. De todos modos, para las or-
ganizaciones de utilidad pública existe la obligación 

19	  Para más información al respecto, véase: https://surl.lu/dyhall.
20	  Para más información al respecto, véase: https://surl.li/iagxtx.
21	  Para más información al respecto, véase: https://sl1nk.com/5TdcP. 

de rendir cuentas anualmente, incluyendo balances, 
cuenta de resultados y memoria descriptiva de acti-
vidades. La documentación entregada es examinada 
y notificada a las entidades públicas pertinentes para 
efectos de transparencia y publicidad.

Otra diferencia clave radica en la facilidad de acceso 
y los mecanismos habilitados para actualizar la in-
formación. Tanto Australia como Inglaterra y Nueva 
Zelanda han implementado plataformas en línea 
que permiten a las organizaciones realizar cambios 
administrativos de manera ágil y sin costo, lo que 
facilita el cumplimiento. En Inglaterra, por ejemplo, 
se puede actualizar la junta directiva o disolver una 
organización mediante formularios digitales guiados. 
En cambio, en España, el acceso a la información está 
mediado por el principio de publicidad registral, lo 
que implica una solicitud formal para obtener datos. 
Además, el proceso de actualización puede ser más 
burocrático, especialmente en registros autonómicos. 
Esto último puede desincentivar la actualización 
constante.

Finalmente, en cuanto a la confiabilidad de los datos, 
Inglaterra y Nueva Zelanda tienen mecanismos más 
sólidos para asegurar que la información disponible 
sea actual y representativa. Aunque ambos países 
enfrentan desafíos con la cobertura total del sector, 
especialmente en cuanto a organizaciones pequeñas 
no registradas, sus sistemas de fiscalización y auditoría 
parcial permiten mejorar la calidad del registro. En 
contraste, Australia, si bien ha avanzado en centralizar 
información sobre caridades, aún tiene registros dis-
persos y varía mucho la calidad de los datos entre los 
niveles federal y estatal. En España, la fragmentación 
entre niveles nacional y autonómico, sumado a la no 
obligatoriedad del reporte para muchas entidades, 
repercute en una baja consistencia y actualidad de la 
información disponible, afectando tanto la transpa-
rencia como la visibilidad del sector.



12

REGISTRO INTEGRADO DE LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL:  
¿DÓNDE ESTAMOS Y CÓMO AVANZAMOS? |OCTUBRE 2025

Tabla 3. Actualización de la información y sanciones por no cumplimiento

País Tipo de registro Frecuencia de 
actualización

Mecanismo de 
actualización

Exigencia de 
información a 
reportar

Sanciones asociadas al 
incumplimiento

Inglaterra 
y Gales

Registro de ca-
ridades (Charity 
Commission)

Anual obligatoria Plataforma 
online espe-
cífica

Rendiciones finan-
cieras

Posible remoción del 
registro22

Nueva 
Zelanda

Registro de cari-
dades (Charities 
Services)

Anual obligatoria Plataforma 
online espe-
cífica

Informe anual de 
desempeño y finan-
ciero

Multas monetarias y 
remoción del registro 
tras incumplimiento 
prolongado

Registro de socie-
dades incorporadas 
(Companies Office)23

Anual obligatoria Plataforma 
online espe-
cífica

Estado financiero y 
declaración anual 
para actualización 
de datos de la orga-
nización

Multas monetarias y 
remoción del registro 
tras incumplimiento 
prolongado

Australia Registro de carida-
des (ACNC)

Anual obligatoria Plataforma 
online espe-
cífica

Rendición de cuen-
tas y reporte anual, 
en los que se entre-
ga información de 
directorio, respon-
sables y dirección

Multas monetarias y 
posibilidad de remoción 
del registro

Registro de asocia-
ciones incorporadas 
(locales)

Variable según 
Estado

Variables se-
gún Estado

Variable según 
Estado

Sanciones administra-
tivas variables según 
Estado

Registro de compa-
ñías limitadas por 
garantía (ASIC)

Anual obligatoria Plataforma 
ASIC online 
específica

Informe financiero 
anual24 e informe del 
director

Multas monetarias y 
posibilidad de remoción 
del registro

Registro de corpo-
raciones indígenas 
(ORIC)

Anual obligatoria Plataforma 
online espe-
cífica 

Reporte anual de 
actividades

Multas monetarias y po-
sibilidad de prisión por 
hasta seis meses

España Registro Nacional de 
Asociaciones

Anual obligatoria 
para las asocia-
ciones declara-
das de utilidad 
pública

Plataforma 
online

Cuenta anual que 
incluya balance y 
memoria descriptiva 
de resultados

Revocación de declara-
ción de utilidad pública

Registros Autonómi-
cos de Asociaciones

Variable según 
comunidad autó-
noma 

Variables se-
gún comuni-
dad autónoma

Variable según co-
munidad autónoma

Sanciones administra-
tivas variables según 
jurisdicción de la comu-
nidad autónoma 

Registro Nacional de 
Fundaciones

Anual obligatoria Plataforma 
online

Cuenta anual que 
incluya balance y 
memoria descriptiva 
de resultados25

No se expresan sancio-
nes para las asociacio-
nes que no cumplan con 
la obligación de actuali-
zación

Registros Autonómi-
cos de Fundaciones

Variable según 
comunidad autó-
noma 

Variables se-
gún comuni-
dad autónoma

Variable según co-
munidad autónoma

Sanciones administra-
tivas variables según 
jurisdicción de la comu-
nidad autónoma 

Fuente: elaboración propia.

22	 Para más información al respecto, véase: https://surl.li/wdpdkh.
23	 Para más información al respecto, véase: https://l1nq.com/2eTD5.
24	 El que debe ser auditado para organizaciones con ingresos superiores a un millón de dólares australianos.
25	 Aquellas fundaciones con un activo total igual o mayor a los 2.400.000 euros, con más de 50 trabajadores y/o con recepción de 

subvenciones públicas por más de 600.000 euros, deben además tener una auditoría externa de su cuenta anual.
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Los marcos regulatorios internacionales suelen contem-
plar sanciones graduales en caso de incumplimiento 
en la actualización o entrega de información, tales 
como advertencias, suspensión temporal o pérdida del 
estatus legal. En los países donde estas sanciones están 
bien definidas y son aplicadas con proporcionalidad, 
se observa una mejora significativa en la calidad y 
actualización de los registros. Además, la existencia de 
consecuencias claras contribuye a reforzar una cultura 
de la transparencia y el cumplimiento voluntario por 
parte de las organizaciones.

2.4 Limitaciones de los registros

Una de las principales debilidades detectadas en los 
casos analizados es que los registros suelen abarcar 
solo a una fracción del universo total de organizaciones 
sin fines de lucro, usualmente aquellas con carácter 
formal y estructura jurídica definida. Por ejemplo, en 
Australia, pese a que el registro federal ACNC contiene 
más de 63.000 organizaciones benéficas, se estima 
que más del 70% de las organizaciones de la sociedad 
civil del país no están registradas en ningún sistema 
oficial, especialmente aquellas de menor tamaño o 
de carácter comunitario. Esto genera una imagen 
incompleta del sector, donde el voluntariado de base 
y la acción local quedan invisibilizados.

Una segunda debilidad compartida es la fragmentación 
institucional. Tanto en España como en Australia 
existen múltiples registros paralelos —estatales, au-
tonómicos o por tipo jurídico—, lo que dificulta la 
centralización y estandarización de la información. 
En el caso español, no hay un registro único nacional 
que consolide la información sobre asociaciones y 
fundaciones, lo que impide obtener una visión clara 
del tamaño y de las características del sector. En Aus-
tralia, la coexistencia de registros federales —como el 

ACNC, ASIC y ORIC— junto con registros estatales 
genera dispersión y barreras para el acceso a datos 
consistentes y comparables. Esta fragmentación también 
implica una falta de coordinación en la fiscalización 
y actualización de la información.

Otro problema transversal es la falta de represen-
tatividad de los registros respecto del conjunto del 
ecosistema social. En Inglaterra, aunque el Register 
of Charities es una fuente robusta, solo admite or-
ganizaciones con ingresos superiores a 5.000 libras 
esterlinas y con propósito exclusivamente benéfico, 
dejando fuera a miles de asociaciones pequeñas o 
con objetivos distintos. Lo mismo ocurre en Nueva 
Zelanda, donde muchas organizaciones comunita-
rias no están obligadas a registrarse en los sistemas 
formales, especialmente si prefieren evitar exigencias 
administrativas. Este sesgo hacia las entidades más 
grandes o formalizadas excluye a actores relevantes 
en la provisión de servicios sociales y comunitarios.

Finalmente, existen debilidades en la calidad y actua-
lización de la información reportada. Varios países 
dependen de la autorregulación y del cumplimiento 
voluntario de las entidades para mantener al día sus 
datos, lo que genera rezagos o inconsistencias. En 
Nueva Zelanda y en Inglaterra los registros incluyen 
información financiera con varios meses de desfase 
y muchas veces sin verificación externa sistemática. 
En registros descentralizados como los de España, 
la heterogeneidad en los criterios de reporte entre 
comunidades autónomas dificulta cualquier análisis 
agregado. En consecuencia, aunque los registros son 
herramientas clave para la transparencia, presentan 
desafíos estructurales que afectan su utilidad para 
la formulación de políticas públicas, la fiscalización 
efectiva y el fortalecimiento del ecosistema de la 
sociedad civil.
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Tabla 4. Limitaciones de los registros

País Tipo de registro Limitaciones detectadas
Inglaterra y Gales Registro de caridades (Charity 

Commission)
Exclusión de organizaciones con ingresos menores a 5.000 
libras esterlinas anuales, registro limitado a organizaciones de 
carácter benéfico, dependencia en la autorregulación interna y 
posibles retrasos e inexactitudes en la información financiera 
reportada

Nueva Zelanda Registro de caridades 
(Charities Services)

Registro limitado a organizaciones de carácter benéfico, 
exclusión voluntaria de entidades por percepción de carga 
administrativa y variabilidad en calidad de la información 
reportada por las organizaciones

Registro de sociedades 
incorporadas (Companies 
Office)

Carga administrativa percibida por organizaciones pequeñas 
y desafíos de precisión y calidad de información por capacidad 
administrativa limitada

Australia Registro de caridades (ACNC) Registro solo para organizaciones de carácter benéfico y con un 
alcance limitado de organizaciones inscritas voluntariamente

Registro de asociaciones 
incorporadas (locales)

Fragmentación por jurisdicciones, estándares variables para 
reportes financieros y administrativos y dificultad de acceso a 
información histórica

Registro de compañías 
limitadas por garantía (ASIC)

Limitaciones de accesibilidad debido a tarifas asociadas, 
dependencia de autorregulación organizacional, retrasos en 
actualizaciones y plataforma obsoleta en términos tecnológicos

Registro de corporaciones 
indígenas (ORIC)

Capacidad administrativa variable en organizaciones pequeñas 
y sanciones excesivas en caso de no cumplimiento con las 
obligaciones, lo que puede ser un disuasor de inscripción

España Registro Nacional y 
Autonómico de Asociaciones

Fragmentación considerable debido a múltiples registros 
territoriales, acceso limitado y complejo a información 
administrativa y financiera y plataforma obsoleta en términos 
tecnológicos

Registro Nacional y 
Autonómico de Fundaciones

Fragmentación considerable debido a múltiples registros 
territoriales, acceso limitado y complejo a información 
administrativa y financiera y plataforma obsoleta en términos 
tecnológicos

Fuente: elaboración propia.

La experiencia internacional evidencia que, incluso 
en sistemas desarrollados, los registros formales no 
logran captar el conjunto real de organizaciones ac-
tivas. En particular, las organizaciones pequeñas, de 
base territorial o informales suelen quedar fuera por 
no cumplir requisitos administrativos o por descono-
cimiento del proceso de inscripción. Algunos países 
han respondido a este desafío creando mecanismos 
simplificados o escalonados de registro, que permiten 
una incorporación más inclusiva, sin comprometer 
la calidad de la información. Esto es clave para que 
los registros reflejen de manera más fiel la diversidad 
del tejido social organizado.

2.5 Consideraciones para el 
registro de organizaciones de 
la sociedad civil en Chile

El análisis anterior permite extraer aprendizajes clave 
en torno a las estructuras normativas, los procesos de 
registro, modificación y acceso a la información, así 
como respecto a los mecanismos de transparencia, los 
cuales pueden tenerse en consideración para Chile.

Los casos estudiados exhiben similitudes en la estruc-
tura normativa, orientando con claridad los esfuerzos 
hacia las organizaciones benéficas o fundaciones, por 
sobre las organizaciones y asociaciones comunitarias 
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de carácter territorial. Los cuatro países analizados 
establecen criterios legales sobre qué constituye una 
organización benéfica y cuáles son los propósitos 
reconocidos por ley que pueden sostener estas or-
ganizaciones. Esto implica que el acceso al sistema 
formal de registro de estos países está condicionado 
al cumplimiento de criterios específicos, lo que puede 
ayudar a la profesionalización del sector, pero que 
también genera dificultades para captar la totalidad 
del tejido social comunitario, que muchas veces opera 
en condiciones informales o con menor visibilidad 
institucional.

En los cuatro casos estudiados también se observa 
una definición importante en el rol y las funciones 
que cumplen las instituciones públicas reguladoras 
(nuevamente con un enfoque claro hacia las organi-
zaciones de beneficencia). Estas agencias presentan 
rasgos similares en cómo ejercen los procesos de 
supervisión, lo que es aún más evidente en los casos 
donde los países han creado agencias especializadas, 
como sucede con la Charity Commission, el Charities 
Services y la ACNC. Estas instituciones no solo cum-
plen un rol fiscalizador, sino que buscan fortalecer 
el desempeño de las organizaciones mediante un 
acompañamiento activo.

Respecto al acceso público a la información, se observan 
experiencias positivas, como la de Inglaterra y Gales y 
Nueva Zelanda, que cuentan con plataformas digitales 
de acceso libre y fáciles de utilizar. Estas herramientas 
permiten una exploración profunda de la información 
administrativa y financiera, de forma que garantizan 
la transparencia activa. En otros casos, como el de 
España, aunque existe formalmente la posibilidad de 
acceder a bases de datos, generalmente se requiere de 
solicitudes específicas, reduciendo su alcance.

Este estudio de la experiencia internacional deja 
diversos desafíos a ser analizados en el caso de una 
eventual modernización de los sistemas de registros 
actuales en Chile, tal y como se propuso en la Comi-
sión Jaraquemada (Ministerio Secretaría General de 
la Presidencia, 2023). Entre los desafíos que podrían 
darse en el marco de la aplicación de estrategias si-
milares a las estudiadas, se encuentran:

·	 Dificultades técnicas y financieras en el diseño 
y mantenimiento de una plataforma digital que 
sea capaz de integrar distintos datos de las orga-
nizaciones chilenas que operan actualmente.

·	 Dificultad de garantizar actualizaciones continuas 
de los datos, en especial dado el tamaño del sector 
social en Chile.

·	 Resistencia por parte de las organizaciones sin 
fines de lucro frente a un aumento de carga ad-
ministrativa, esto con el fin de estar al día con 
los requisitos solicitados.

·	 Desconfianza hacia la publicación de información 
que pueda ser considerada como sensible por 
parte de las organizaciones.

·	 Sobrecarga administrativa en los servicios públicos 
para poder garantizar la calidad y veracidad de 
la información proporcionada.

·	 Desincentivo a las organizaciones comunitarias 
o fundaciones de tamaño económico pequeño 
de formalizarse dado el aumento de exigencias 
burocráticas. 

·	 No contar con un número de identificación único 
o no usar el Rol Único Tributario (RUT) de manera 
transversal.

Para poder afrontar los desafíos planteados —desafíos 
que, como se indicó, podrían darse frente a una eventual 
reformulación del diseño actual—, es necesario que 
haya una consideración y planificación anticipada, 
para así mitigar este tipo de efectos no deseados. 
Es necesario que exista, por de pronto, un enfoque 
participativo por parte de las diversas organizaciones 
de la sociedad civil, permitiendo que el sistema sea 
diseñado con criterios ajustados a la realidad chilena. 
A la vez, se requiere que se garanticen asignaciones 
de recursos suficientes para el desarrollo de una 
plataforma que facilite tanto la inscripción de las 
organizaciones como la consulta de datos por parte 
de la ciudadanía.

Finalmente, considerando lo observado en los países 
de referencia, se entiende que el éxito de una moder-
nización de estos sistemas dependerá de la capacidad 
de abordar las necesidades tanto del sector como de 
la ciudadanía. En este sentido, cualquier reforma 
que se desee aplicar deberá priorizar los criterios de 
accesibilidad y seguridad, para que así se genere un 
sistema que produzca confianza entre todos quienes 
lo deseen utilizar.



16

REGISTRO INTEGRADO DE LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL:  
¿DÓNDE ESTAMOS Y CÓMO AVANZAMOS? |OCTUBRE 2025

3. REGISTROS DE LAS ORGANIZACIONES DE LA 
SOCIEDAD CIVIL EN CHILE

Con el propósito de avanzar hacia la generación de 
un registro, es necesario, en primer lugar, definir 
qué entendemos por una organización de la sociedad 
civil. En este sentido, Sociedad en Acción toma como 
referencia la metodología del Centro de Estudios de la 
Sociedad Civil de la Universidad Johns Hopkins para 
definir qué entidad se entiende como una organización 
de la sociedad civil. Bajo esta definición se establecen 
cinco requisitos fundamentales:

1.	Ser una organización. Debe poseer una estructura 
interna, con un cierto grado de institucionalidad, 
aunque no necesariamente debe tener un estatus 
u orden jurídico propiamente tal. Se excluyen 
aquellas organizaciones que no tienen perma-
nencia en el tiempo.

2.	Ser autónomas. Las organizaciones deben contro-
lar sus propias actividades, tener procedimientos 
internos de gobierno, así como disfrutar de un 
grado significativo de libertad de acción. Esto 
considera la capacidad de disolver la entidad y 
disponer de sus activos legalmente. 

3.	Ser voluntarias. Toda participación y contribu-
ción realizada dentro de una organización de 
la sociedad civil no debe ser obligatoria ni estar 
mandatada por ley.

4.	Limitación sobre la distribución de utilidades. 
Las organizaciones consideradas son aquellas 
que no tengan fines de lucro, por lo que no se 
considerarán aquellas que tengan permitido 
distribuir utilidades entre sus miembros.

5.	Ser privada. Se consideran organizaciones de 
derecho privado, que no deben estar ligadas 
estructuralmente al Estado ni tampoco deben 
ejercer alguna potestad pública, aunque sí pueden 
recibir ingresos o aportes públicos.

Considerando esta definición, Sociedad en Acción 
ha identificado 16 tipos de entidades que clasifican 

como organizaciones de la sociedad civil: fundacio-
nes, corporaciones y asociaciones; organizaciones 
comunitarias de carácter territorial y funcional; 
organizaciones deportivas; sindicatos; centros de 
padres y apoderados; centros de alumnos; comunida-
des indígenas; asociaciones gremiales; comunidades 
de agua; asociaciones de canalistas; comunidades 
agrícolas; organizaciones de derechos humanos; 
juntas de vigilancia; asociaciones de consumidores; 
instituciones de educación superior no estatales; y 
partidos políticos.

3.1 Tipología de registros de las 
organizaciones de la sociedad civil

En la actualidad existen múltiples sistemas de in-
formación que involucran a organizaciones de la 
sociedad civil, cuya proliferación responde a diversos 
marcos legales que regulan su constitución, fiscali-
zación y funcionamiento. Esta diversidad normativa 
ha generado un sistema fragmentado de registros, 
con características, fines y autoridades competentes 
distintas, lo que dificulta la interoperabilidad y una 
visión integrada del ecosistema de organizaciones.

Un aspecto relevante sobre la proliferación de registros 
es que algunos de ellos se encuentran regulados por 
leyes que crean figuras jurídicas específicas, como 
sindicatos, comunidades indígenas o fundaciones, 
mientras que otros registros inscriben organizaciones 
ya constituidas previamente bajo otras normativas. 
Esta diferencia permite determinar la existencia de tres 
categorías de registros, que se detallan a continuación.

a) Registros constitutivos 

Son aquellos donde la inscripción es condición para 
obtener personalidad jurídica y formalizar la existencia 
legal de una organización. Se han identificado la exis-
tencia de diez registros de este tipo, cuyas principales 
características normativas se describen en la Tabla 5. 
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Tabla 5. Registros constitutivos de organizaciones de la sociedad civil en Chile

Registro Organismo 
responsable

Implicancias de 
inscribirse en el 
registro

Tipos de 
organizaciones 
al cual está 
dirigido

Norma que lo regula

Registro de 
asociaciones 
gremiales

La División de 
Asociatividad 
y Cooperativas 
(DAES) del 
Ministerio de 
Economía, 
Fomento y 
Turismo

Obtención de 
personalidad jurídica

Asociaciones 
gremiales y  de 
consumidores

Decreto Ley N°2.757 que 
establece normas sobre 
asociaciones gremiales 
(artículo 4°, inciso 1°)

Registro público 
de organizaciones 
deportivas

Instituto Nacional 
de Deportes del 
Ministerio del 
Deporte

Obtención de 
personalidad jurídica

Organizaciones 
deportivas

Ley N°19.712 del deporte 
(artículo 36, inciso 1°)

Registro nacional de 
personas jurídicas sin 
fines de lucro

Servicio de 
Registro Civil e 
Identificación

Obtención de 
personalidad jurídica

a. Corporación 
de derecho 
privado o 
asociaciones y 
fundaciones

b. Juntas de 
vecinos y otras 
organizaciones 
comunitarias

a. Ley N°20.500, artículo 
8°

b. Decreto N°84 que 
aprueba reglamento 
del registro nacional de 
personas jurídicas sin 
fines de lucro

c. Decreto N°58 que 
fija texto refundido, 
coordinado y 
sistematizado de la 
Ley N°19.418 sobre 
juntas de vecinos y 
demás organizaciones 
comunitarias (artículo 
6°, inciso 1°)

Registro de sindicatos Inspección del 
Trabajo

Obtención de 
personalidad jurídica

Organizaciones 
sindicales y 
asociaciones de 
funcionarios y 
funcionarias

Ley N°19.069 que 
establece normas sobre 
organizaciones sindicales 
y negociación colectiva 
(artículo 11, inciso 2°)

Registro de 
Comunidades 
y Asociaciones 
Indígenas

Corporación 
Nacional de 
Desarrollo 
Indígena (CONADI) 
del Ministerio de 
Desarrollo Social 
y Familia

Obtención de 
personalidad jurídica

Comunidades 
y asociaciones 
indígenas

Ley N°19.253 que 
establece normas sobre 
protección, fomento 
y desarrollo de los 
indígenas, y que crea la 
CONADI

Registro de 
comunidades de agua

Dirección General 
de Aguas del 
Ministerio de 
Obras Públicas

Obtención de 
personalidad jurídica

Comunidades de 
agua

Artículo 196 del Código de 
Aguas

Registro de 
asociaciones de 
canalistas

Dirección General 
de Aguas del 
Ministerio de 
Obras Públicas

Obtención de 
personalidad jurídica

Asociaciones de 
canalistas

Artículo 196 del Código de 
Aguas 
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Registro Organismo 
responsable

Implicancias de 
inscribirse en el 
registro

Tipos de 
organizaciones 
al cual está 
dirigido

Norma que lo regula

Registro de juntas de 
vigilancia

Dirección General 
de Aguas del 
Ministerio de 
Obras Públicas 

Obtención de 
personalidad jurídica

Juntas de 
vigilancia

Artículo 196 del Código de 
Aguas 

Registro público 
de instituciones de 
educación superior 
con reconocimiento 
oficial

Ministerio de 
Educación

Obtención de 
personalidad jurídica

Universidades, 
institutos 
profesionales, 
centros de 
formación técnica

Decreto con Fuerza de 
Ley N°2 que fija texto 
refundido, coordinado y 
sistematizado de la Ley 
N°20.370 con las normas 
no derogadas del Decreto 
con Fuerza de Ley N°1 de 
2005

Registro de 
corporaciones 
y entidades 
educacionales

Ministerio de 
Educación

Obtención de 
personalidad jurídica

Corporaciones 
educacionales 
y entidades 
individuales de 
educación

Decreto N°364 del 
Ministerio de Educación 
que aprueba el reglamento 
de las corporaciones 
educacionales y entidades 
individuales de educación 
y su registro

Fuente: elaboración propia.

b) Registros habilitantes para beneficios

Estos registros no generan personalidad jurídica, 
por lo que están compuestos por organizaciones que 
ya existen y forman parte de alguno de los registros 
constitutivos. La permanencia de una organización 
en estos registros es condición para el acceso a bene-

ficios o la participación en prestación de servicios. 
Se desconoce el número total de registros de este 
tipo existentes actualmente en la administración del 
Estado. En la Tabla 6 se destacan algunos de los más 
relevantes.

Tabla 6. Registros habilitantes para la obtención de beneficios

Registro Organismo 
responsable

Implicancias de 
inscribirse en el 
registro

Tipos de organizaciones al cual está 
dirigido

Norma que lo 
regula

Registro de 
colaborado-
res del Estado

Los órganos y 
servicios pú-
blicos incluidos 
en la Ley de 
Presupuestos y 
los municipios 
que efectúen 
transferencias

Recibir recursos pú-
blicos u obtener fran-
quicias tributarias

Entidades que sean susceptibles de 
recibir recursos públicos contem-
plados en la Ley de Presupuestos o 
aquellas con derecho a crédito fiscal 
reguladas en el artículo 8° de la Ley 
N°18.985, en el artículo 69 de la Ley 
N°18.681, en el artículo 3° de la Ley 
N°19.247 y en el párrafo 5° del título 
4° de la Ley N°19.712, así como las 
personas jurídicas o naturales que 
efectúen la donación correspondiente

Ley N°19.862 que 
establece el registro 
de personas jurídi-
cas receptoras de 
fondos públicos
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Registro Organismo 
responsable

Implicancias de 
inscribirse en el 
registro

Tipos de organizaciones al cual está 
dirigido

Norma que lo 
regula

Registro de 
donatarios: 
Ley N°21.440 
que crea un 
régimen de 
donaciones 
con beneficio 
tributario 
en apoyo a 
entidades sin 
fines de lucro

Ministerio de 
Hacienda

Obtener los benefi-
cios de donaciones 
que establece la Ley 
N°21.440 en el artícu-
lo 46, letra b)

Personas jurídicas constituidas 
conforme a las normas del título 33 
del libro primero del Código Civil, los 
cuerpos de bomberos integrantes 
del Sistema Nacional de Bomberos 
constituidos en conformidad a la Ley 
N°20.564 o entidades constituidas 
conforme a la Ley N°19.638, los cuales 
deben tener como objetivo principal 
los indicados en la letra b) del artículo 
46 de la Ley N°21.440 y ser entidades 
de beneficio público

Ley N°21.440 que 
crea un régimen 
de donaciones con 
beneficios tributa-
rios en apoyo a las 
entidades sin fines 
de lucro

Registro de 
donatarios 
de la Ley 
N°19.885 de 
donaciones 
sociales

Ministerio de 
Desarrollo So-
cial y Familia

Instituciones per-
tenecientes a este 
registro pueden 
presentar iniciativas 
al Banco Integrado 
de Proyectos para 
obtener donaciones 
acogidas a la Ley 
N°19.885 sobre dona-
ciones sociales

a. Las corporaciones y fundaciones sin 
fines de lucro que presten servicios a 
favor de personas de escasos recur-
sos o a personas con discapacidad y 
que hayan sido calificadas como de 
interés social por el Consejo de Dona-
ciones Sociales

b. Establecimientos educacionales 
que deseen presentar proyectos de 
prevención o rehabilitación de adiccio-
nes de alcohol o drogas

Decreto N°18 que 
aprueba reglamento 
de las donaciones 
con fines sociales 
contemplado en la 
Ley N°19.885

Registro 
público de 
personas o 
entidades 
pedagógicas y 
técnicas que 
prestan apoyo 
a los esta-
blecimientos 
educacionales

Ministerio de 
Educación

Podrán entregar 
servicios de Asisten-
cia Técnica Educativa 
reconocidos por el 
Ministerio de Educa-
ción

Personas naturales, personas jurí-
dicas o instituciones de educación 
superior

Decreto N°235 
que aprueba el 
reglamento de la 
Ley N°20.248 que 
establece una sub-
vención escolar pre-
ferencial para niños 
y niñas prioritarios

Catastro de 
Organizacio-
nes de Interés 
Público

Consejo Nacio-
nal del Fondo 
de Fortaleci-
miento del Mi-
nisterio Secre-
taría General de 
Gobierno

Postular al concurso 
anual del Fondo de 
Fortalecimiento de 
las Organizaciones de 
Interés Público y par-
ticipar en el proceso 
de elecciones del 
Consejo Nacional y de 
los consejos regiona-
les del propio fondo

Personas jurídicas sin fines de lucro 
que correspondan a organizaciones 
territoriales y funcionales, asociacio-
nes y comunidades indígenas, asocia-
ciones de consumidores, corporacio-
nes y fundaciones (todas deben estar 
inscritas en el catastro)

Decreto N°1 de la 
Ley N°20.500, que 
en su artículo 16 
aprueba el regla-
mento que regula el 
Catastro de Organi-
zaciones de Interés 
Público, el Consejo 
Nacional que lo 
administra y los 
consejos regionales, 
junto con el funcio-
namiento del Fondo 
de Fortalecimiento 
de las Organiza-
ciones de Interés 
Público
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Registro Organismo 
responsable

Implicancias de 
inscribirse en el 
registro

Tipos de organizaciones al cual está 
dirigido

Norma que lo 
regula

Registro 
público de 
instituciones 
vinculadas a 
la defensa y 
promoción de 
los derechos 
humanos del 
instituto

Instituto Nacio-
nal de Derechos 
Humanos

Pueden participar del 
proceso de elección 
de cuatro consejeros 
del total de once que 
componen la Direc-
ción Superior del 
Instituto Nacional de 
Derechos Humanos

Instituciones con personalidad jurídica 
vigente y antigüedad de a lo menos un 
año, y que de acuerdo con sus estatu-
tos su finalidad principal es la defensa 
y promoción de los derechos humanos

Artículo 6°, letra e) 
de la Ley N°20.405 
que crea el Instituto 
Nacional de Dere-
chos Humanos

Fuente: elaboración propia.

26	 Según la entrevista realizada para este estudio al área de Convivencia para la Ciudadanía del Ministerio de Educación, en el 2023 
existían 6.421 centros de alumnos y 10.639 centros de padres. Su registro actualmente se lleva en un archivo de Excel y se espera 
que este año se habilite una plataforma que pueda administrar de manera digital y centralizada la información, aunque su foco está 
centrado en los consejos escolares.

27	 Para más información al respecto, véase: https://l1nq.com/f2iJ7. 

c) Registros informativos

Se pueden definir como bases de datos compuestas 
por organizaciones con o sin personalidad jurídica. 
Tienen carácter público y están orientados a la trans-
parencia, monitoreo o articulación institucional. No 
necesariamente se encuentran respaldados por cuer-
pos normativos y se desconoce el total de registros 
existentes de este tipo. Se ha categorizado este tipo 
de registro en consideración a los centros de padres 
y centros de alumnos, cuyos sistemas de información 
no se encuentran regulados por ninguna normativa, 
pero que son clasificados como organizaciones de la 
sociedad civil de acuerdo con los criterios expuestos 
anteriormente26.

3.2 Facultad legal para asegurar la 
interoperabilidad de los registros

En nuestro país, la legislación vigente permite y pro-
mueve la interoperabilidad entre sistemas de infor-
mación públicos, incluso cuando estos se encuentran 
alojados en distintas instituciones del Estado. Este 
marco normativo resulta clave para avanzar en una 
gestión coordinada y basada en evidencia respecto de 
las organizaciones de la sociedad civil, facilitando el 
intercambio de datos entre registros institucionales.

El Decreto N°12 de 2023, del Ministerio Secretaría 
General de la Presidencia, establece una definición 
operativa de interoperabilidad al señalar que esta 
consiste en “un conjunto de conexiones directas y 
seguras a través de internet, en base a nodos alojados 
en la infraestructura informática de los órganos de la 
administración del Estado, quienes, actuando como 
proveedores y/o consumidores, permiten el intercam-
bio de datos, documentos y sistemas electrónicos”.

A su vez, la Ley N°21.180 sobre transformación digital 
del Estado reconoce la interoperabilidad como uno de 
los principios rectores en el uso de medios electróni-
cos por parte de la administración pública. Según el 
artículo 16 bis de dicha ley, los medios electrónicos 
deben ser capaces de interactuar entre sí mediante 
estándares abiertos, asegurando una interconexión 
expedita, segura y eficaz dentro del ecosistema estatal27.

Este marco general se ve reforzado por leyes sectoriales 
que exigen explícitamente el desarrollo de sistemas 
integrados e interoperables. Entre los ejemplos más 
relevantes se encuentra la Ley N°21.302, que crea el 
Servicio Nacional de Protección Especializada a la 
Niñez y Adolescencia, y que en su artículo 31 esta-
blece la obligación de interoperabilidad con sistemas 
del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, del 
Registro Civil, de los Tribunales de Familia y de otros 
organismos pertinentes.
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Un caso particularmente ilustrativo es el del Sistema 
Integrado de Información sobre Violencia de Género, 
creado en virtud de la Ley N°21.675, en su artículo 
2628. A diferencia de los marcos normativos anteriores, 
este sistema ya cuenta con una hoja de ruta, maqueta 
funcional y experiencia piloto de implementación. Su 
diseño ha requerido la coordinación interinstitucio-
nal entre el Ministerio de la Mujer y la Equidad de 
Género, el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad 
de Género, el Registro Civil y otros actores relevantes 
(Banco Mundial, 2023). Este caso demuestra la fac-
tibilidad técnica y política de construir soluciones 
interoperables a nivel estatal.

El desarrollo de estos sistemas exige no solo capacidad 
tecnológica, sino que también una articulación nor-
mativa e institucional clara, que se formaliza mediante 
convenios de colaboración interinstitucional. Estos 
acuerdos deben establecer de forma explícita qué 
datos se comparten, con qué fines, bajo qué meca-
nismos de validación y actualización y quiénes serán 
los responsables del acceso y uso de la información.

28	  Para más información al respecto, véase: https://sl1nk.com/WKHRR. 

El marco legal chileno también es cuidadoso res-
pecto de los principios de probidad administrativa y 
protección de datos personales, restringiendo el uso 
de la información exclusivamente a fines públicos 
legítimos. Este enfoque evita abusos y garantiza que la 
interoperabilidad se desarrolle dentro de parámetros 
éticos y jurídicos aceptables.

Finalmente, estas disposiciones están de acuerdo con 
los lineamientos de la Secretaría de Gobierno Digital 
del Ministerio de Hacienda, que promueven el uso 
de plataformas estatales que sean accesibles, seguras, 
interoperables y actualizadas. Con la promulgación 
de la Ley N°21.180 se refuerza el deber estatal de digi-
talizar sus procedimientos administrativos mediante 
soluciones tecnológicas robustas, lo que posiciona a la 
interoperabilidad como un elemento estratégico para 
una gestión pública moderna, eficiente y centrada en 
las personas.
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4. PANORAMA DE LOS ACTUALES REGISTROS 
DE LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD 

CIVIL

29	  Para más información al respecto, véase: https://surl.li/nbhgqr.

La creación de un registro integrado de las organi-
zaciones de la sociedad civil constituye una medida 
clave para avanzar en un ecosistema más transparente, 
articulado y confiable. Como plantean Irarrázaval, 
Sagredo y Streeter (2019), la falta de visibilidad y 
trazabilidad de dichas organizaciones ha dificultado 
su reconocimiento institucional, el aprovechamiento 
pleno de su potencial como colaboradoras del Esta-
do y la generación de políticas públicas basadas en 
evidencia. Un sistema unificado permitiría abordar 
estos desafíos, asegurando condiciones mínimas de 
información estandarizada, accesibilidad pública y 
actualización periódica.

Desde la perspectiva de la transparencia y la fe pública, 
un registro integrado facilita que la ciudadanía, las 
autoridades y otros actores relevantes conozcan qué 
organizaciones están activas, qué propósitos persiguen 
y cómo cumplen con sus obligaciones legales. Esto es 
especialmente importante en contextos de creciente 
demanda por mayor control del uso de recursos pú-
blicos y confianza institucional. Una institucionalidad 
moderna debe promover la rendición de cuentas no 
solo desde una lógica fiscalizadora, sino también 
como una oportunidad para fortalecer el vínculo 
entre el Estado y las organizaciones que colaboran 
en la provisión de bienes públicos.

Adicionalmente, un sistema de registro consolidado 
promueve la colaboración efectiva entre las organiza-
ciones de la sociedad civil y las instituciones públicas, 
ya que permite identificar capacidades disponibles, 
evitar duplicidades y canalizar de forma más eficiente 
los esfuerzos estatales de apoyo y fortalecimiento. 
En países donde se han implementado mecanismos 

similares, el acceso a información clara y actualizada 
facilita la participación de las organizaciones en polí-
ticas públicas, la asignación de fondos concursables y 
la generación de alianzas público-sociales con mayor 
legitimidad.

Ejemplo de ello es el Register of Charities de Inglaterra 
y Gales, el cual administra información estandarizada 
de las organizaciones y es de carácter público, lo que 
permite a la ciudadanía, a los donantes y a las autori-
dades conocer las organizaciones que se encuentran 
activas y cómo usan los recursos. Además, estar en el 
registro es requisito para acceder a fondos públicos o 
recibir donaciones con beneficios fiscales. 

En torno a la coordinación, el registro facilita que 
las instituciones públicas sepan qué organizaciones 
tienen experiencia en áreas específicas, para así po-
der convocarlas a los programas o alianzas que sean 
pertinentes. Según el informe Public trust in charities 
202529 del Gobierno británico, el registro público 
de organizaciones caritativas cumple una función 
esencial para la confianza ciudadana. El informe 
destaca que contar con un registro público —una 
forma de validar que una organización benéfica es 
legítima— es considerado un factor clave por un 41% 
de las personas encuestadas. Por estas razones, la 
construcción de un registro integrado no es solo una 
herramienta técnica, sino una medida institucional 
habilitante para un nuevo trato entre el Estado y la 
sociedad civil, basado en la confianza, la transparencia 
y la colaboración estratégica.

El escenario que enfrentamos hoy, de acuerdo con el 
Mapa de las organizaciones de la sociedad civil 2023 
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(Irarrázaval, Keim y Orta, 2024), es que en Chile existen 
403.159 organizaciones, las que se encuentran alojadas 
en distintos tipos de registros, clasificados en aquellos 
que otorgan personalidad jurídica, los que entregan 
beneficios y los que solo recopilan información. Esto 
significa que existe una gran dispersión de sistemas de 
información, los que no interoperan entre sí, dificultan-
do el seguimiento, la transparencia y la colaboración.

Para comprender cómo operan estos sistemas de 
información en torno a sus propósitos, calidad de 

información, integración, protección de datos e infraes-
tructura tecnológica, se realizaron ocho entrevistas 
semiestructuradas (ver Tabla 7) a los funcionarios a 
cargo de estas fuentes de información. Los resultados 
obtenidos permiten plasmar un diagnóstico respecto a 
los problemas, limitaciones y necesidades de la intero-
perabilidad, desde lo cual se levantan propuestas para 
avanzar en la construcción de un registro integrado 
de las organizaciones de la sociedad civil.

Tabla 7. Registros e instituciones entrevistadas

Institución Registro Número de 
organizaciones

Servicio de Registro Civil e 
Identificación

Registro de personas jurídicas sin fines de lucro 348.271

Instituto Nacional de Deportes Registro nacional de organizaciones deportivas 31.478
Ministerio de Educación Registro de centros de padres y centros de alumnos 10.639
Ministerio de Educación Registro de fundaciones y corporaciones sostenedores 

de establecimientos educacionales que reciben 
subvenciones

3.106

Ministerio de Educación Registro de entidades de asistencia técnica educativa 755
Ministerio de Desarrollo Social 
y Familia

Registro de donatarios de la Ley de Donaciones 
Sociales

Alrededor de 1.000

Ministerio Secretaría General de 
Gobierno

Registro de organizaciones de interés público 44.251

Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo

Registro de comités de vivienda 8.236

Fuente: elaboración propia.

4.1 Contenidos y uso de datos de las 
organizaciones de la sociedad civil

Las instituciones que administran registros de 
organizaciones de la sociedad civil lo hacen de 
acuerdo con propósitos específicos, lo que da 
lugar a tres tipos principales de registros:

·	 Registros constitutivos: repositorio cuya inscripción 
es condición obligatoria para el nacimiento de una 
organización de la sociedad civil. En este sentido, 
a través de este registro se reconoce formalmente 
a la organización y se le otorga la capacidad legal 
para operar, recaudar fondos, firmar contratos y 
acceder a otros beneficios institucionales. En este 
grupo destacan el registro de personas jurídicas 

del Registro Civil, el registro de organizaciones 
deportivas del Instituto Nacional de Deportes y 
el registro de sostenedores de establecimientos 
educacionales del Ministerio de Educación.

·	 Registros habilitantes para beneficios: estos re-
gistros se crean con la finalidad de habilitar la 
postulación a programas o concursos estatales 
que entregan apoyo financiero o técnico. Aquí se 
ubican el registro de Asistencia Técnica Educativa 
(ATE) del Ministerio de Educación, los registros 
de grupos y comités de vivienda del Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo, el registro de donatarios 
del Ministerio de Desarrollo Social y Familia 
y el de organizaciones de interés público de la 
Secretaría General de Gobierno.
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·	 Registros informativos: la información recabada 
se utiliza, principalmente, para fines estadísticos, 
de transparencia y seguimiento de las organiza-
ciones, y no tiene implicancias legales. En esta 
categoría se incluye el registro de centros de 
padres y centros de alumnos del Ministerio de 
Educación (Mineduc).

Debido a la diversidad de programas y concursos 
públicos a los que las organizaciones deben ajustarse 
para el desarrollo de sus actividades, es que estas 
pueden verse relacionadas con varias instituciones del 
Gobierno a la vez. Es por eso que, para la obtención 
de personalidad jurídica, se establece la necesidad de 
inscribirse en el registro respectivo. Posteriormente, 
para el acceso a postulaciones de fondos o acredi-
taciones que permitan participar en la prestación 
de ciertos servicios, se solicita la inscripción en re-
gistros específicos denominados de utilidad, como, 
por ejemplo, el registro ATE del Mineduc. A su vez, 
la mayor parte de estos registros de tipo habilitante 
exigen que la organización cuente con RUT, para lo 
cual debe realizarse la tramitación en el Servicio de 
Impuestos Internos (SII). Como consecuencia, es 
muy frecuente que una misma organización posea 
información distribuida en múltiples bases.

Cada registro almacena un esquema de datos con 
variaciones según sus propios fines, pero de modo 
general se incluyen: el nombre de la organización, la 
información personal de los integrantes del directorio, 
los documentos de respaldo (actas, balances de gastos), 
un identificador único de personalidad jurídico (que 
es propio de cada registro), el RUT otorgado por el SII 
—de carácter opcional u obligatorio dependiendo del 
registro—. Algunos registros, como el de donatarios 
o el de ATE, exigen detalles adicionales —balances, 
memorias o certificados específicos (como el de 
deudas previsionales y comerciales)—, mientras que 
otros solo recopilan datos descriptivos.

El uso posterior de estos datos varía de acuerdo con 
los fines de cada institución. Como se mencionó en 
un inicio, dependiendo de la entidad, estos pueden 
tener fines orientados a habilitar a las organizaciones 
para postular a fondos de infraestructura, manten-
ción de sedes o proyectos específicos, o bien para 
fines constitutivos y estadísticos. El uso que tienen 
estos registros, sin embargo, no se limita al propósito 

original de la institución, lo que da cuenta del valor 
público de esta información. En este sentido, las bases 
de datos pueden ser valiosas para labores transversales 
en la administración pública, siempre que exista la 
coordinación adecuada para su uso y actualización.

Así, contar con un sistema interoperado que permita 
la consolidación de la información de las organiza-
ciones de la sociedad civil registradas en distintos 
organismos públicos representa un avance clave en 
términos de transparencia, eficiencia institucional y 
fortalecimiento de la colaboración entre el Estado y 
la sociedad civil. Actualmente, los datos sobre dichas 
organizaciones se encuentran dispersos en múltiples 
registros administrados por diversas instituciones 
como Gobiernos regionales, municipios y ministerios 
sectoriales. Esta fragmentación dificulta tener una 
visión completa y actualizada del ecosistema, genera 
duplicaciones, brechas de información y sobrecarga 
administrativa tanto para el Estado como para las 
propias organizaciones.

Un sistema integrado permitiría centralizar y estanda-
rizar la información básica, mejorando la trazabilidad 
institucional, financiera y operativa de cada entidad. 
Esto facilitaría el trabajo de los organismos públicos, 
al contar con una base de datos común, confiable 
y accesible, que reduzca la necesidad de solicitar 
reiteradamente antecedentes ya disponibles en otras 
reparticiones. Además, fortalecería la capacidad del 
Estado para diseñar, implementar y evaluar políticas 
públicas más pertinentes, especialmente cuando se 
trata de programas o fondos que incluyen una cola-
boración con la sociedad civil y sus organizaciones.

El valor público de este sistema también radica en que 
fortalece la colaboración entre las organizaciones de la 
sociedad civil y las instituciones públicas. Al aumentar 
la visibilidad y legitimidad de las organizaciones, se 
permite a las autoridades identificar más fácilmente 
actores relevantes a nivel territorial o temático, faci-
litando la articulación, la participación en procesos 
de consulta, el acceso a fondos y la respuesta conjunta 
a desafíos sociales complejos.

Asimismo, disponer de un registro interoperable 
habilita una mejor gestión y uso estratégico de los 
datos disponibles. A partir de esta información, es 
posible generar estadísticas confiables, mapas de 
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cobertura, análisis comparados o alertas tempranas 
que contribuyan a tomar decisiones informadas tanto 
desde el sector público como desde la propia sociedad 
civil organizada.

Finalmente, un sistema de estas características con-
tribuye directamente a la transparencia y la confianza 
ciudadana. El acceso público a información básica y 
actualizada permite a la ciudadanía conocer quiénes 
son, qué hacen y cómo operan estas entidades, lo 
que refuerza su legitimidad y reduce los espacios de 
opacidad. En síntesis, un registro interoperable de 
organizaciones de la sociedad civil no solo resuelve 
un problema técnico de gestión de datos, sino que 
habilita un ecosistema de colaboración más trans-
parente, eficiente y alineado con los principios de 
buen gobierno, participación y rendición de cuentas.

4.2 Administración de la 
información de organizaciones de 
la sociedad civil en los registros

A continuación, se presentan los procedimientos para 
la inscripción y modificación de datos, los requisitos 
que las organizaciones deben cumplir para mantener 
su vigencia y los mecanismos aplicados para garantizar 
la calidad de los registros en diversas instituciones 
gubernamentales. Asimismo, se describen las plata-
formas y herramientas disponibles, ilustrando cómo 
la heterogeneidad tecnológica influye en la gestión de 
información de las organizaciones.

a) Inscripción y actualización de datos de una orga-
nización de la sociedad civil

El proceso de inscripción y modificación de la in-
formación de las organizaciones de la sociedad civil 
en los distintos registros evidencia una marcada 
disparidad: algunos organismos utilizan formularios 
presenciales y verificaciones manuales, mientras que 
otros han adoptado plataformas digitales con distintos 
grados de automatización. Esta diversidad responde 
a las prioridades y recursos de cada institución, lo 
que genera un escenario en el que coexisten sistemas 
muy primitivos junto a iniciativas de infraestructura 
tecnológica más avanzadas.

En relación con el proceso de inscripción y actuali-
zación, no hay un mecanismo único en ninguno de 

los tipos de registro (constitutivos o habilitantes). Es 
así como los registros del Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo, del Instituto Nacional de Deportes o el 
de sostenedores del Mineduc se realizan de manera 
presencial, requiriendo que las organizaciones pre-
senten la solicitud y toda la documentación en las 
oficinas institucionales. Por otro lado, los registros 
ATE y de centros de padres y alumnos del Mineduc, 
así como el de donatarios del Ministerio de Desarrollo 
Social y Familia, cuentan con plataformas web donde 
el proceso se completa de forma digital. El registro 
de personas jurídicas sin fines de lucro del Registro 
Civil es un caso particular, ya que la organización 
respectiva debe inscribirse de manera presencial a 
través de una secretaría municipal, la cual se encarga 
posteriormente de inscribir a la organización en el 
Registro Civil mediante un proceso completamente 
digital que incluye formularios y manejo de archivos 
en una plataforma web, sobre el cual se construye 
posteriormente el registro de personas jurídicas sin 
fines de lucro.

Un punto para destacar es que, independientemente 
del tipo de inscripción, los procesos de validación son 
mayoritariamente manuales. En general, se carece de 
validaciones automatizadas interinstitucionales para 
certificados estandarizados, como el de personalidad 
jurídica o el RUT otorgado por el SII.

En cuanto a la infraestructura interna para almacenar 
y administrar los datos registrados de las organiza-
ciones, esta suele ser de carácter digital, aunque con 
diversos niveles de calidad. Por ejemplo, registros 
como los del Mineduc y el Registro Civil declaran 
el uso de servidores e interfaces de programación 
de aplicaciones, lo que les permite un control com-
pleto sobre los datos almacenados. Los registros del 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo, del Ministerio 
de Desarrollo Social y Familia y de sostenedores del 
Mineduc indican el uso de plataformas internas para 
la manipulación de datos (aunque se desconoce el 
alcance de estas infraestructuras). En otro extremo 
se encuentran registros (como el de organizaciones de 
interés público de la Secretaría General de Gobierno) 
que utilizan Excel para almacenar sus datos o que no 
cuentan con infraestructura informática.

b) Identificador único y uso del Rol Único Tributario 
en los registros
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En el contexto de los registros de organizaciones de 
la sociedad civil, actualmente no existe un identifi-
cador único estandarizado que permita articular la 
información a través de las distintas entidades del 
Estado. En los registros que otorgan personalidad 
jurídica, cada entidad asigna su propio identificador 
con estructuras variables, que pueden incluir letras, 
números u otros caracteres. Estos identificadores 
locales no están coordinados entre instituciones, lo 
que dificulta su trazabilidad en sistemas externos.

En etapas posteriores, aquellas organizaciones que 
desean realizar actividades económicas deben solicitar 
su RUT ante el SII, el cual sí opera como identificador 
oficial en muchos registros sectoriales. Sin embargo, 
su uso no es obligatorio ni transversal en todos los 
sistemas. En registros habilitantes para la obtención 
de beneficios, como aquellos vinculados a fondos 
públicos o convenios con el Estado, en general se 
solicita el RUT como dato principal y se almacena 
como identificador. No obstante, en varios de estos 
casos las plataformas o sistemas igualmente generan 
un código interno propio, lo que mantiene la frag-
mentación. Por otro lado, las diversas instituciones 
no necesariamente almacenan el RUT en los regis-
tros que manejan, puesto que no es un identificador 
que puedan validar. De esta manera, por ejemplo, el 
2023 solo el 1,3% de las organizaciones del registro 
de personas jurídicas sin fines de lucro del Registro 
Civil contaba con información de RUT.

Esta situación genera una arquitectura de identifi-
cadores dispersos, que dificulta la interoperabilidad, 
incrementa los errores de registro y hace más costosa 
la actualización y fiscalización. Para avanzar hacia un 
sistema de información más eficiente y un registro 
integrado es indispensable institucionalizar el uso de 
un identificador único oficial de las organizaciones de 
la sociedad civil y asegurar su incorporación estan-
darizada en todos los sistemas públicos relacionados 
con el sector.

c) Obligaciones de las organizaciones de la sociedad 
civil con las instituciones en donde se registran

30	 La excepción corresponde al registro de sostenedores del Mineduc, que retira a aquellas fundaciones educacionales que no han 
renovado su directorio en un plazo de cinco años, y el registro de ATE, en que se eliminan a aquellas entidades que o no prestan 
servicios de manera consecutiva por un periodo de tres años o si un alto porcentaje de sus asesores no cumple con los requisitos de 
experiencia mínimos.

Más allá de los procesos de inscripción, distintas 
instituciones establecen obligaciones específicas para 
las organizaciones de la sociedad civil con el fin de 
mantener su información vigente, lo que es funda-
mental para el resguardo de la fe pública. En torno 
al aseguramiento del buen uso de recursos, aquellos 
registros asociados a la entrega de beneficios exigen 
informes periódicos de los proyectos, balances y ren-
diciones. Sin embargo, en el caso de aquellos registros 
de existencia, no se exige la presentación de docu-
mentos de forma periódica, a excepción de cambios 
en los estatutos o directivas. Un caso particular para 
destacar es el registro de centros de padres y alumnos 
del Mineduc, en el que se exige la presentación, al 
menos cuatro veces al año, de las actas de las sesiones 
del consejo escolar, lo que refuerza la necesidad de un 
seguimiento regular de sus actividades.

Independiente del tipo de registro, se observa que 
en general los sistemas de información no permiten 
distinguir a organizaciones que no presentan actividad 
alguna, lo que determina que en la práctica los regis-
tros están en su mayoría poblados por organizaciones 
que potencialmente ya no operan30, dificultando el 
análisis global de las organizaciones en Chile y el 
eventual uso que se le pueda dar como mecanismo de 
colaboración entre las organizaciones de la sociedad 
civil. Reflejo de ello es que, por ejemplo, el Mapa de las 
organizaciones de la sociedad civil 2023 (Irarrázaval, 
Keim y Orta, 2024) realizó un cálculo aproximado 
de las organizaciones que se encontraban activas en 
el registro de personas jurídicas sin fines de lucro del 
Registro Civil, para lo cual consideró a aquellas que 
habían realizado la actualización de sus directorios 
en los últimos cinco años. El resultado es que solo el 
52% había realizado dicha actualización y por ende 
se podría considerar como activa.

d) Calidad de la información

La calidad de la información que manejan los distin-
tos registros de organizaciones de la sociedad civil 
está supeditada a diversos factores, entre los que se 
cuentan la existencia (o ausencia) de auditorías pe-
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riódicas, la forma en que se valida la identidad de las 
organizaciones y la coherencia de los procedimientos 
de actualización. Es habitual que no existan alertas 
automáticas para advertir el vencimiento de los man-
datos de los directorios y en algunos sistemas se carece 
de módulos específicos para monitorear la integridad 
de los datos. Así, cuando surgen inconsistencias —por 
ejemplo, cuando dos organizaciones tienen nombres 
muy similares—, a menudo se recurre a verificaciones 
manuales o a la exigencia de certificados presencia-
les, prolongando los tiempos de respuesta y la carga 
administrativa.

Las prácticas de auditoría también difieren según 
la institución, aunque la tendencia general es que 
no se efectúan auditorías formales que garanticen 
la trazabilidad de los datos almacenados. En casos 
muy puntuales existe validación del RUT con el SII, 
que impide la duplicidad de organizaciones con un 
mismo identificador.

4.3 Interoperabilidad 
de la información

La gestión de la información sobre las organizaciones 
de la sociedad civil se enmarca en un conjunto de 
estatutos y leyes específicas que regulan la inscrip-
ción y administración de estas entidades, lo que ha 
determinado la existencia de múltiples registros que 
actualmente no cruzan la información de manera 
automática, dando lugar a esquemas dispares de 
resguardo de la privacidad e interoperabilidad.

La tensión entre la necesidad de transparencia y la 
protección de datos personales constituye un desafío 
constante. Por un lado, se busca contar con un catastro 
confiable de las organizaciones que acceden a finan-
ciamiento público o realizan labores relevantes para 
la comunidad; por otro, muchos registros almacenan 
datos sensibles de directores y miembros —como el 
RUT, el domicilio o los antecedentes laborales— bajo 
normas de protección de la privacidad. Este hecho ha 
derivado en diferentes niveles de apertura:

·	 Algunos registros, como el de donatarios del 
Ministerio de Desarrollo Social y Familia o el 
Registro Nacional de Organizaciones Deporti-
vas del Instituto Nacional de Deportes, son de 

carácter público. Sin embargo, la información 
puede presentarse en formatos no editables, lo 
que dificulta el cruce de datos o la búsqueda 
estructurada.

·	 En contraste, otros registros, como los de sos-
tenedores y centros de padres y alumnos del 
Mineduc, las organizaciones de interés público 
de la Secretaría General de Gobierno o los grupos 
y comités de vivienda del Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo, no son de carácter público y solo 
pueden consultarse mediante solicitudes formales 
de transparencia, teniendo en cuenta la protección 
de datos personales.

·	 El Registro Civil, que conserva datos sensibles 
(RUT, direcciones, entre otros), requiere convenios 
específicos para intercambiar información con 
otros organismos y limita el acceso al público 
general.

La publicación en formato no editable, la falta de un 
identificador único transversal y la privacidad de las 
bases de datos dificulta el resguardo de la fe pública 
y por ende la labor de investigadores y organismos de 
control, obstaculizando la visibilidad completa sobre 
la actividad y situación legal de muchas organizacio-
nes de la sociedad civil. A su vez, la inexistencia de 
interoperabilidad genera importantes obstáculos a la 
hora de vincular la información entre registros. En la 
práctica, cada institución diseña sus propios convenios 
de intercambio de datos, amparada en la necesidad 
de proteger los datos personales. A modo ilustrativo:

·	 El Registro Civil, encargado de inscribir a las 
personas jurídicas sin fines de lucro, no permite 
la comunicación con otras plataformas si no se 
cumple un convenio de colaboración formal, lo 
que obliga en general a que cada institución solicite 
certificados o valide manualmente la vigencia de 
una organización de la sociedad civil.

·	 En el ámbito educativo, aunque para algunos 
registros (como el de las ATE) se realizan cruces 
internos con el Registro Civil para verificar in-
habilidades, no existe un sistema automatizado 
que comparta datos de manera permanente.

·	 El Ministerio de Vivienda y Urbanismo ha conse-
guido ciertas validaciones transversales del RUT 
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de los integrantes de sus comités de vivienda con 
los servicios del SII y del Ministerio de Desarrollo 
Social y Familia, pero los procesos siguen requi-
riendo intervención humana y no derivan en una 
base de datos única.

Esta desarticulación es aún más notoria cuando se 
intenta verificar la situación de una misma organiza-
ción en diversos registros. Desafortunadamente, rara 
vez se usa un identificador común interinstitucional 
para una misma organización en distintas institu-
ciones, dificultando obtener un esquema completo 
y actualizado.

Aunque registros como los de entidades ATE del Mi-
neduc y de donatarios de la Ley N°21.440 (Ministerio 
de Desarrollo Social y Familia) utilizan el RUT del SII 
—permitiendo de esta forma un identificador global—, 
la gran mayoría de registros hace uso de sus propios 
identificadores, obligando a utilizar los nombres de 
las organizaciones como única referencia transversal 
para identificar una misma organización —un recurso 
poco fiable debido a que cada institución suele usar 
su propio estándar para almacenar cadenas de texto, 
sumado a la diferencia en magnitud de organizaciones 
que tiene cada registro, siendo el registro de personas 
jurídicas sin fines de lucro del Registro Civil el más 
grande, con casi 350 mil organizaciones—. La ausencia 
de un identificador transversal limita la trazabilidad 
de la información y eleva las probabilidades de error 
en la vinculación de una organización entre distintas 
bases de datos. 

Un factor adicional que entorpece la interoperabilidad 
es el hecho de que muchos servicios no disponen de 
infraestructura informática suficiente —por ejemplo, 
bases de datos integradas, interfaces de programa-
ción de aplicaciones o sistemas de mensajería— para 
automatizar la validación de la información. En con-
secuencia, la verificación de la personalidad jurídica, 
de la vigencia del directorio o del cumplimiento de 
requisitos para postular a fondos deviene en trámites 
burocráticos redundantes tanto para las organizacio-
nes —que deben presentar la misma documentación 
en repetidas ocasiones— como para los funcionarios, 
que revisan manualmente los mismos antecedentes 
en cada instancia.

Esta combinación de factores —inexistencia de un 
identificador único transversal, escasez de plataformas 
interconectadas y ausencia de mandatos que promuevan 
la interoperabilidad— redunda en la proliferación de 
registros desconectados. Con ello se dificulta obtener 
una visión unificada y confiable de la situación de 
cada organización de la sociedad civil, generando 
duplicidad de procesos para las instituciones y un 
mayor costo operativo para las organizaciones que 
deben acreditar su existencia y vigencia ante diferentes 
reparticiones públicas.

4.4 Análisis técnico del catastro 
de registros de organizaciones 
de la sociedad civil en Chile

El panorama actual de los registros de organizaciones 
de la sociedad civil en Chile revela múltiples desafíos 
técnicos e institucionales que afectan la gobernanza 
de la información y la eficiencia operativa tanto del 
Estado como de las propias organizaciones. Entre 
estos desafíos destacan la fragmentación de infor-
mación de una organización en múltiples registros, la 
heterogeneidad tecnológica, la calidad variable de los 
datos y la limitada interoperabilidad entre sistemas, 
todo ello agravado por la ausencia de un identificador 
único y transversal.

La coexistencia de sistemas manuales, registros en pa-
pel, planillas Excel y plataformas digitales de distintos 
niveles de madurez tecnológica genera redundancias 
y dificulta la trazabilidad de la información para una 
misma organización. Mientras algunas instituciones 
cuentan con validaciones en línea y mantienen sus 
datos en servidores con controles de acceso, otras 
dependen de procesos presenciales y verificaciones 
manuales. Esta disparidad tecnológica incrementa 
los costos de mantenimiento y retrasa la respuesta 
en procesos de auditoría o en la elaboración de diag-
nósticos integrales.

A su vez, la calidad de la información se ve compro-
metida por la ausencia de procesos formales de actua-
lización y auditoría. La persistencia de organizaciones 
civiles no vigentes en las bases de datos evidencia la 
falta de un ciclo de vida definido. Establecer puntos 
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de control y alertas automatizadas podría mejorar 
significativamente la consistencia y fiabilidad de la 
información, aunque, sin una infraestructura tecno-
lógica adecuada, es imposible.

En adición, la calidad de la información recopilada 
por los registros presenta deficiencias significativas 
debido a la falta de un estándar común en la cons-
trucción de las bases de datos. Esta situación genera 
inconsistencias en el nombre de una misma organiza-
ción al aparecer en múltiples registros, ya que pueden 
existir variaciones en el formato, como la abreviación 
de nombres o la inclusión y omisión de caracteres 
especiales. Asimismo, se observan discrepancias en 
la información relacionada con los directorios, lo que 
dificulta la consolidación de datos precisos. Además, 
al momento de inscribir una organización, los regis-
tros frecuentemente omiten datos mínimos, como 
los lugares en los que una organización realiza sus 
actividades. Aunque se consigna la comuna y región 
de inscripción, no se documenta si la organización 
actúa en otros territorios, lo que limita la comprensión 
integral de su ámbito de acción.

Por otra parte, la interoperabilidad entre los distin-
tos registros es limitada. Los intercambios de datos, 
cuando ocurren, dependen de cruces puntuales ba-
sados en convenios bilaterales y no de un entorno de 
comunicación automatizado y persistente.
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5. PROPUESTA PARA LA EXISTENCIA 
DE UN REGISTRO NACIONAL DE LAS 

ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL

31	  En principio, se apunta a las instituciones responsables de otorgar personalidad jurídica a las organizaciones de la sociedad civil.

Tras el Caso Convenios, la Comisión Jaraquemada 
puso en evidencia que en nuestro país existe una gran 
dificultad para acceder a información completa de las 
organizaciones de la sociedad civil, lo que responde 
en gran medida a la dispersión de registros y a la au-
sencia de un identificador único universal (Ministerio 
Secretaría General de la Presidencia, 2023). En este 
sentido, contar con una identificación transversal se 
erige como un punto crítico para avanzar hacia la 
interoperabilidad, sobre todo si consideramos que 
actualmente es el nombre de la organización el que 
se utiliza como identificador en los múltiples sistemas 
de información. Además de dificultar el cruce auto-
mático de datos, la ausencia de un identificador único 
conduce a inconsistencias que afectan la visibilidad de 
la trayectoria y la situación real de las organizaciones 
de la sociedad civil en Chile. La implementación de un 
mecanismo estandarizado de identificación, aunque 
es un reto que involucra aspectos técnicos, legales y 
organizacionales, resultaría clave para asegurar un 
panorama integral de una organización de la sociedad 
civil en Chile.

Con el fin de tener un ente responsable que estandarice 
la información y aborde los desafíos tanto técnicos 
como sociales que esto conlleva, es deseable que la res-
ponsabilidad de crear y registrar una organización sea 
asignada a un único organismo público, manteniendo 
acceso y comunicación con todas las instituciones que 
cuentan con registros de organizaciones31, tal como 
se ve en la Figura 1. Cabe señalar que no se propone 
la creación de un nuevo ente público, sino que la res-
ponsabilidad se asigne a una institución ya existente. 
Considerando la actual normativa, la entidad rectora 
del registro —que articule a las diversas instituciones 
que alimentan el sistema de información, que lidere 
la integración e interoperabilidad y que vele por la 
actualización periódica de la información y traza-
bilidad de las organizaciones— debería ser asumida 
por el Departamento de Personas Jurídicas del Mi-
nisterio de Justicia (sin perjuicio de que el Registro 
Civil pueda administrar el registro, considerando su 
experticia, cobertura territorial y actual función en la 
administración del mayor registro de organizaciones 
de la sociedad civil en Chile).
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Figura 1. Interacción entre el organismo público designado y las instituciones responsables de los 
registros de organizaciones de la sociedad civil

*OSC: organización de la sociedad civil.
*BBDD: base de datos.
Fuente: elaboración propia.

La Figura 1 muestra el enfoque centralizado de la 
propuesta, en el que el organismo público responsable 
actúa como entidad coordinadora y punto de conver-
gencia entre las diversas instituciones responsables de 
los registros de organizaciones de la sociedad civil. 
Esta entidad mantendría una interacción continua 
con las distintas instituciones, estableciendo una base 
de datos estandarizada que asegure la no duplicidad 
de dichas organizaciones.

En las secciones siguientes se describen las distintas 
etapas que conforman la propuesta. Se abordará, en 
primer lugar, la estrategia de asignación de identi-
ficadores únicos para facilitar el seguimiento y la 
interoperabilidad de los datos. Posteriormente, se 
detallará la creación de una base de datos estandari-
zada a partir de los registros existentes. 

5.1 Implementación de un 
identificador único

Como primera etapa se sugiere implementar un 
identificador único y obligatorio para todas las orga-
nizaciones de la sociedad civil en Chile, mejorando 
así la identificación y gestión de estas organizaciones 
a nivel nacional. Esta alternativa establece que el 
organismo público responsable asuma como nueva 
labor la asignación de este identificador único, que 
opere a nivel nacional y sea estandarizado, de modo 
tal que facilite el acceso y la verificación de infor-
mación administrativa, promoviendo una gestión 
más estructurada y transparente de los registros de 
organizaciones civiles.
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Se propone utilizar el RUT, administrado por el SII, 
como identificador único para las organizaciones de 
la sociedad civil. Esta elección se fundamenta en la 
recomendación realizada por la Comisión Jaraquemada 
(Ministerio Secretaría General de la Presidencia, 2023), 
sumado a que el RUT ya es ampliamente reconocido, 
utilizado en múltiples sistemas administrativos y no 
implica necesariamente la iniciación de actividades 
económicas para la organización. Su uso permitirá 
una interoperabilidad más eficiente entre distintos 
registros y facilitará la trazabilidad de la información.

Para ello, el organismo público responsable deberá 
cerciorarse previamente de la existencia, validez y 
legitimidad de la organización en cuestión, mediante 
la acreditación de sus estatutos y el cumplimiento de 
los requisitos para la conformación de su directorio. 
Posteriormente, se solicitará al SII la asignación del 
RUT, correspondiente como identificador único de 
la organización (aquellas organizaciones que quieran 
hacer inicio de actividad económica deberán poste-
riormente solicitar al SII la activación de su RUT como 
número tributario). Para ello, deberá establecerse un 
mecanismo de colaboración automatizada entre el 
organismo público responsable y el SII, que permita 
agilizar este proceso y garantizar su consistencia a lo 
largo del tiempo. Este mecanismo de colaboración, tal 
como fue mencionado en el capítulo anterior, no solo 
debe estar respaldado por cierta capacidad tecnoló-
gica, sino también por una articulación normativa e 
institucional clara, idealmente formalizada por ley, 
que establezca de forma explícita el cruce y uso de 
información, así como los responsables de acceso. 

Para la extensión del RUT como identificador úni-
co se requiere que todos los registros asociados al 
otorgamiento de aportes, subsidios o subvenciones 
a organizaciones de la sociedad civil por parte del 
Estado lo utilicen, de modo tal que se incentive que 
aquellas entidades que actualmente no cuentan con 
este identificador lo obtengan. Durante la fase de 
transición, se prevé que muchas organizaciones actua-
licen su información únicamente al realizar trámites, 
postular a financiamiento o solicitar servicios estatales. 
En cada una de estas gestiones, la entidad receptora 
deberá verificar la existencia del RUT y, de no tenerlo, 
solicitar la inscripción de dicha entidad al organismo 
público responsable. De este modo, se aprovechan 

las interacciones habituales entre las organizaciones 
civiles y el Estado para instaurar el identificador 
de forma progresiva, natural y sin interrumpir los 
procesos vigentes.

El organismo público responsable, por su parte, deberá 
ofrecer acompañamiento técnico y documentación 
de apoyo para facilitar la correcta incorporación 
del identificador en los sistemas institucionales. En 
registros con bases de datos estructuradas bastará 
con agregar un nuevo campo que almacene el iden-
tificador. En cambio, en instituciones con recursos 
más limitados —por ejemplo, aquellas que operan 
con hojas de cálculo o registros físicos—, se permi-
tirá una incorporación gradual, mediante procesos 
manuales o semiautomáticos, hasta alcanzar una 
integración plena.

Finalmente, para bases de datos incompletas o mal 
estructuradas, se deberá rediseñar el modelo de datos, 
considerando la posibilidad de incluir valores nulos 
o provisorios mientras se completa el proceso de 
validación y asignación definitiva del identificador 
por parte del organismo público responsable.

La propuesta de implementación de un identificador 
único para las organizaciones de la sociedad civil en 
Chile presenta tanto ventajas significativas como 
desafíos técnicos y operativos. A continuación, se 
detallan los principales aspectos positivos y negativos 
de esta estrategia.

a) Ventajas

·	 Mejora la gestión de información. Al hacer 
obligatorio el uso del identificador para realizar 
trámites administrativos, postular a fondos 
públicos o acceder a servicios gubernamentales, 
se garantiza una gestión más estructurada y or-
denada de la información al permitir una mejor 
auditoría y confiabilidad de cada organización 
de la sociedad civil.

·	 Facilita el monitoreo y la evaluación. Al disponer 
de registros coherentes y actualizados, el uso del 
identificador único contribuye a generar estadísticas 
precisas y diagnósticos confiables. Esto resulta 
fundamental para la formulación de estadísticas 
que faciliten el monitoreo y la evaluación.

·	 Fortalecimiento de la transparencia y del con-
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trol. La incorporación de un identificador único 
facilita realizar un seguimiento más robusto de 
las organizaciones al permitir dejar una huella 
identificable en cada proceso que ejerzan, lo que 
contribuye a mejorar la supervisión de fondos, 
donaciones y proyectos. Además, reduce el riesgo 
de duplicidades o irregularidades en los registros 
públicos.

·	 Adopción progresiva y efectiva. El hecho de in-
corporar el identificador único durante trámites 
recurrentes permite que su adopción sea paulatina 
y sin interrupciones abruptas en la operación de 
las organizaciones.

b) Desventajas

·	 Carga adicional en instituciones con infraes-
tructura limitada. Las instituciones con sistemas 
poco desarrollados o que gestionan bases de datos 
obsoletas o con estructura deficiente enfrentarán 
el reto de actualizar sus registros para incluir el 
identificador único, lo que puede generar costos 
adicionales en términos de recursos humanos y 
capacitación técnica.

·	 Resistencia al cambio y adopción lenta. Algunas 
organizaciones podrían mostrar resistencia a 
adoptar el identificador único, especialmente si 
perciben que el proceso requiere modificaciones 
significativas en sus procedimientos administra-
tivos.

·	 Dependencia de la colaboración institucional. El 
éxito del proyecto depende de la participación 
de todas las instituciones involucradas en el re-
gistro. Cualquier retraso o falta de cooperación 
podría afectar la eficiencia de la integración del 
identificador único.

5.2 Creación de una base de 
datos estandarizada

Contar con una base de datos centralizada, estandari-
zada y actualizada de las organizaciones de la sociedad 
civil es fundamental para que el organismo público 
responsable pueda cumplir con sus funciones de re-
gistro, validación y trazabilidad de manera eficiente. 
Esta base de datos no solo permitirá mantener un 
catastro nacional unificado, sino también desarrollar 
mecanismos efectivos para prevenir duplicaciones, 
garantizar la integridad de los registros y, más im-
portante aún, facilitar la garantía de la fe pública.

La construcción de la base de datos requerirá la 
colaboración directa de todas las instituciones que 
actualmente gestionan registros de organizaciones de 
la sociedad civil. Estas deberán facilitar al organismo 
público responsable sus respectivas bases de datos 
completas, para lo cual se deben establecer convenios 
de traspaso de información, que especifiquen de 
manera explícita los datos que se comparten, el fin, 
los mecanismos de validación y actualización, los 
responsables de acceso y el uso de los datos. A partir 
de esta información, dicho organismo se encargará 
de consolidar los registros, depurarlos y eliminar du-
plicaciones, asegurando que cada entidad registrada 
corresponda a una organización de la sociedad civil 
única y correctamente identificada.

Una vez depurada la información, el organismo pú-
blico responsable interoperará junto con el SII para 
solicitar la asignación de un RUT a aquellas organi-
zaciones que aún no cuenten con uno y deseen tener 
este identificador, de modo que posteriormente se 
incorpore como clave principal en la base de datos. 
La interacción con el SII deberá automatizarse para 
agilizar el proceso de generación de RUT y asegurar 
su trazabilidad desde el momento del registro, para 
lo cual se debe contar con la aprobación legislativa 
que permita este cruce de información.
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Figura 2. Representación de la distribución de las tablas de la base de datos del organismo público 
responsable

*OSC: organización de la sociedad civil.

Fuente: elaboración propia.

32	  Llave foránea corresponde a un identificador de referencia que guarda el identificador primario de la tabla de origen.  

Es recomendable estructurar la base de datos bajo un 
modelo relacional, con una tabla central que conten-
drá los datos esenciales de cada organización de la 
sociedad civil —como nombre, dirección, integrantes 
del directorio, entre otros atributos mínimos— y 
una serie de tablas secundarias asociadas a cada ins-
titución fuente. Tal como se muestra en la Figura 2, 

este modelo relacional de información indica que se 
dispondrá de un sistema de información centralizado, 
que actúa como clave maestra para unir información 
heterogénea de diversas fuentes, las cuales conservan 
su información original y son consultadas de forma 
conjunta. Estas tablas estarán conectadas mediante 
llaves foráneas32 al identificador único de la organiza-
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ción, permitiendo mantener la procedencia de los datos 
sin sacrificar la uniformidad de la estructura general. 
Este diseño garantiza la interoperabilidad y facilita 
futuras actualizaciones, validaciones y auditorías.

En el caso que durante la consolidación se detecten 
organizaciones duplicadas, el organismo público res-
ponsable deberá evaluar la magnitud del problema y 
definir un protocolo de resolución. Si la duplicación 
es reducida, se podrá resolver caso a caso. Sin em-
bargo, ante un volumen significativo, será necesario 
diseñar un plan de acción específico para corregir 
registros redundantes o inconsistentes, considerando 
incluso la vigencia real de las organizaciones involu-
cradas. Cabe señalar que, entre registros, es posible 
tener organizaciones que se consideren duplicadas, 
puesto que existen casos de organizaciones que se 
inscriben en un registro y luego, para ser habilitadas 
a la obtención de beneficios, requieren una categoría 
jurídica distinta, por lo que se inscriben en otro. Por 
lo mismo, lo importante de este proceso es minimizar 
el caso de organizaciones duplicadas por la existencia 
de datos inconsistentes, de modo tal que el registro 
consolidado tenga información válida y actualizada. 

Para garantizar la calidad y coherencia de los datos 
desde su integración, se deberán implementar sistemas 
automáticos de verificación que permitan identificar 
duplicaciones antes de incorporarlas a la base de 
datos. Estos sistemas analizarán los nuevos registros 
en función de variables como nombres similares, di-
recciones compartidas o RUT previamente asignados.

Además, se deberán almacenar alias o nombres alter-
nativos bajo los cuales una misma organización pueda 
haber sido registrada anteriormente. El organismo pú-
blico responsable deberá definir lineamientos técnicos 
claros para los procesos de verificación y coincidencia, 
de modo que estos se mantengan consistentes a lo 
largo del tiempo y se ajusten continuamente según 
los errores o ambigüedades detectadas en el sistema.

Ahora bien, el registro de nuevas organizaciones de la 
sociedad civil se gestionará mediante una plataforma 
digital unificada, administrada por el organismo 
público responsable. Las instituciones o las propias 
organizaciones podrán ingresar solicitudes de inscrip-
ción mediante un formulario en línea, proporcionando 
información básica como su nombre, el directorio, los 
fines que persigue, entre otros antecedentes.

Una vez recibida la solicitud, el organismo público 
responsable ejecutará su sistema de verificación para 
comprobar que la organización no esté previamente 
registrada. Si no se identifican duplicados, se procederá 
a solicitar un nuevo RUT al SII mediante el canal auto-
matizado de interoperación. Con el RUT asignado, la 
organización será incorporada oficialmente en la base 
de datos estandarizada y se notificará el resultado del 
proceso a la institución o solicitante correspondiente.

La información contenida en la base de datos estanda-
rizada será accesible a través de una plataforma web 
desarrollada y mantenida por el organismo público 
responsable. Esta plataforma permitirá la consulta 
específica y autorizada de información sobre las 
organizaciones registradas, tanto por instituciones 
gubernamentales como por otras entidades con ac-
ceso autorizado.

La interfaz deberá ser intuitiva, eficiente y segura, 
permitiendo búsquedas filtradas, verificación de la 
validez de la organización a través del RUT y visua-
lización de datos relevantes según el nivel de acceso 
otorgado. El diseño de esta plataforma debe considerar 
distintos niveles de sensibilidad de la información, 
garantizando que solo se expongan los datos perti-
nentes y autorizados conforme a los protocolos de 
privacidad definidos.

Este sistema de acceso fomentará la transparencia, 
facilitará los procesos de fiscalización y permitirá 
contar con datos confiables para la toma de decisiones, 
la elaboración de políticas públicas y la generación 
de estadísticas relacionadas con el ecosistema de la 
sociedad civil en Chile.

En definitiva, la propuesta de creación de una base 
de datos estandarizada para las organizaciones de la 
sociedad civil en Chile presenta múltiples ventajas, 
pero también conlleva algunos desafíos que deben 
considerarse. A continuación, se presentan los prin-
cipales puntos positivos y negativos identificados.

a) Ventajas

·	 Facilita la integración de datos. La creación de 
una base de datos estandarizada y centralizada 
permite consolidar la información dispersa de las 
organizaciones de la sociedad civil, facilitando 
consultas y auditorías por parte del Gobierno 
nacional, regional y municipal, junto con otros 
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organismos públicos preocupados de la entrega 
de bienes y servicios a grupos y comunidades 
prioritarias.

·	 Mejor trazabilidad y acceso. La plataforma web 
que permitirá la consulta de datos proporciona 
acceso directo a información actualizada y fiable 
sobre dichas organizaciones, optimizando pro-
cesos de auditoría y toma de decisiones.

·	 Simplificación de trámites o de registros dupli-
cados para acceso a fondos públicos. Uno de los 
beneficios más relevantes de un registro integrado 
es la simplificación de trámites administrativos 
asociados al acceso a fondos públicos. Actual-
mente, muchas organizaciones deben registrarse 
repetidamente en distintas plataformas o sistemas 
sectoriales, presentando la misma información 
básica una y otra vez ante distintos organismos 
del Estado. Esta duplicidad no solo genera una 
carga innecesaria para las organizaciones, espe-
cialmente las más pequeñas, sino que también 
disminuye la eficiencia del aparato público y abre 
espacio a inconsistencias en los datos. Un sistema 
integrado, que concentre y valide previamente 
los antecedentes clave de las organizaciones de 

la sociedad civil, permitirá que los organismos 
financiadores consulten directamente información 
estandarizada, actualizada y confiable, reduciendo 
los tiempos de postulación y aumentando la equi-
dad en el acceso a recursos. Esta medida, además 
de aligerar el trámite, fortalece la trazabilidad de 
los fondos y la confianza en los mecanismos de 
asignación.

b) Desventajas

·	 Posibilidad de duplicidad. Debido a la calidad y 
heterogeneidad de los datos de origen utilizados 
para crear la base de datos estandarizada, existe 
un margen de error en la identificación de du-
plicados.

·	 Limitaciones en los recursos de identificación. 
Actualmente, los principales criterios para iden-
tificar una organización de la sociedad civil son 
el nombre, los integrantes del directorio y, en 
algunos casos, la ubicación geográfica. Esto in-
crementa el riesgo de registrar múltiples veces una 
misma organización bajo diferentes variaciones 
de nombre o con datos inconsistentes.
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6. CONCLUSIONES

El análisis de los registros actualmente vigentes en 
Chile vinculados a organizaciones de la sociedad civil 
revela un panorama fragmentado, caracterizado por 
la coexistencia de múltiples sistemas, cada uno regido 
por normativas sectoriales diversas, con objetivos 
específicos y niveles desiguales de actualización, inte-
roperabilidad y acceso público. Esta realidad no solo 
representa una carga administrativa para las propias 
organizaciones, que deben registrarse y reportar en 
distintas plataformas, sino que también limita al 
Estado en su capacidad de fiscalización, monitoreo, 
coordinación intersectorial y elaboración de políticas 
basadas en evidencia.

Desde el punto de vista normativo, se constata que 
existen registros constitutivos (que dan origen a la 
personalidad jurídica), registros habilitantes (que 
permiten acceder a beneficios públicos) y registros 
informativos o temáticos. Cada uno responde a una 
institucionalidad propia, sin una articulación que 
permita visualizar de manera integral el universo 
de organizaciones sin fines de lucro que actúan en 
el país. Aunque ciertas leyes más recientes —como 
las referidas a educación, protección a la niñez o 
violencia de género— han incorporado exigencias de 
interoperabilidad, en la práctica la aplicación de estos 
estándares es aún incipiente y se encuentra lejos de 
conformar un sistema nacional articulado.

En el plano tecnológico, se observan importantes 
avances normativos —como la Ley N°21.180 sobre 
transformación digital del Estado y el Decreto N°12 
de 2023 que establece normas de interoperabilidad—, 
que sientan las bases para una infraestructura pública 
digital segura y conectada. Sin embargo, la imple-
mentación de estas disposiciones en los registros de 
organizaciones de la sociedad civil está muy lejos de 
ser realidad.

El diagnóstico levantado da cuenta de una realidad 
crítica respecto a la calidad de los sistemas de datos 

de los registros de organizaciones de la sociedad civil 
en Chile, evidenciando limitaciones significativas 
en múltiples dimensiones. En primer lugar, muchos 
registros carecen de mecanismos sistemáticos de 
actualización de la información, lo que conlleva una 
alta proporción de datos desactualizados o incom-
pletos, dificultando tanto el seguimiento del ciclo de 
vida de las organizaciones como la trazabilidad de su 
operación efectiva. En varios casos, la actualización 
depende exclusivamente de la iniciativa de las propias 
organizaciones, sin fiscalización activa ni cruces au-
tomáticos con otras bases institucionales.

En segundo lugar, persiste una fuerte dependencia 
de procesos manuales de validación y revisión do-
cumental, incluso en registros formalmente digita-
lizados. Esto implica una alta carga administrativa 
para los equipos públicos, aumenta los márgenes de 
error humano y genera demoras significativas en los 
procesos de inscripción, modificación o verificación 
de antecedentes. Además, algunos registros exigen 
documentos en papel o con firmas notariales que no 
se encuentran integrados con sistemas electrónicos, 
lo que profundiza la ineficiencia.

A esto se suma, en tercer lugar, la ausencia de están-
dares comunes de interoperabilidad entre registros 
de distintos sectores. Si bien algunos sistemas han 
avanzado en su digitalización, en general no existe 
una arquitectura tecnológica que permita el cruce 
automático de información entre registros. La falta de 
un identificador único compartido impide construir 
una visión unificada del ecosistema de organizaciones 
de la sociedad civil, limitando tanto la fiscalización 
estatal como el acceso público a información conso-
lidada. Asimismo, el acceso ciudadano a los registros 
es desigual. Algunos sistemas cuentan con platafor-
mas web públicas, pero otros operan con interfaces 
limitadas o no tienen acceso abierto, lo que debilita 
la transparencia activa. La falta de metadatos claros, 
formatos abiertos y criterios de clasificación norma-
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lizados impide, por ejemplo, agrupar organizaciones 
por sector de acción, nivel territorial o estatus jurídico 
de forma automatizada.

Este diagnóstico evidencia que, más allá de la existencia 
de registros, la calidad institucional de los datos es 
deficiente, afectando tanto la formulación de políticas 
como la rendición de cuentas. Superar este escenario 
requiere no solo voluntad política, sino una inversión 
sostenida en capacidades técnicas, gobernanza digital 
y colaboración interinstitucional. 

Avanzar hacia un registro interoperable de organiza-
ciones de la sociedad civil aparece como una necesidad 
estratégica y una deuda institucional. Este registro no 
sustituiría las funciones sectoriales existentes, sino 
que actuaría como un nodo central que consolide y 
armonice la información básica de todas las organi-
zaciones, permitiendo su trazabilidad, clasificación 
y monitoreo. Para avanzar en ello, el primer paso es 
contar con un identificador único, correspondiente 
al RUT, para lo cual es clave la articulación con el 
SII, de modo tal que, ante la creación de una nueva 
organización o actualización de los estatutos u órganos 
directivos de una organización existente, se solicite 
el RUT por parte de la entidad responsable que haya 
validado a dicha organización.

Para la administración de este registro, se propone 
la creación o designación de un organismo público 

responsable de su mantenimiento, interoperabilidad 
y actualización periódica. Este órgano podría tener 
funciones técnicas de normalización de datos, valida-
ción de información y articulación interinstitucional, 
así como atribuciones para establecer convenios de 
colaboración con los servicios públicos que adminis-
tran registros específicos.

Las experiencias internacionales ofrecen aprendizajes 
valiosos. Países como Nueva Zelanda, Reino Unido 
y Australia han optado por modelos de registros in-
tegrados, con portales únicos de consulta, exigencias 
mínimas comunes y sistemas que combinan registro 
legal, habilitación para beneficios fiscales y trans-
parencia activa. Estos modelos demuestran que es 
posible construir infraestructuras públicas digitales 
robustas que mejoren la relación entre la sociedad civil 
y el Estado, sin perder el enfoque de fiscalización ni 
la especificidad sectorial.

En suma, contar con un registro único no es solo una 
mejora administrativa. Es una condición habilitante 
para fortalecer la transparencia, la integridad pública 
y la eficacia de las políticas públicas que involucran 
a las organizaciones de la sociedad civil. Su imple-
mentación progresiva y colaborativa representa una 
oportunidad estratégica para mejorar la gobernanza 
del ecosistema no lucrativo en Chile.
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ANEXO

Consideraciones de implementación

Este documento constituye una propuesta técnica 
y académica elaborada en el marco de un trabajo 
de análisis sobre el fortalecimiento del registro de 
organizaciones de la sociedad civil en Chile. En este 
contexto, el documento no compromete la posición 
institucional del Centro de Políticas Públicas UC ni a 
los investigadores o colaboradores. 

Más bien, se busca que los lineamientos presentados 
sean un insumo de referencia para la discusión pública 
y legislativa, aportando evidencia comparada y reco-
mendaciones prácticas. Corresponde a las autoridades 
pertinentes adaptar e implementar estas propuestas. 
Poniendo foco en la implementación, se han identificado 
las siguientes consideraciones para tener en cuenta:

·	 Marco normativo y regulatorio. Si bien el marco 
normativo vigente en el país permite y promueve 
la interoperabilidad entre sistemas de información 
públicos, incluso entre distintas instituciones, lo 
cierto es que la experiencia indica que se requiere 
de una legislación específica que incorpore las 
responsabilidades y criterios de interoperabilidad, 
integración de datos y gobernanza.

·	 Gobernanza y coordinación. La propuesta pre-
sentada ha considerado que sea el Departamento 
de Personas Jurídicas del Ministerio de Justicia el 
organismo rector del sistema de registro. Para ello, 
dicho departamento debe contar con atribuciones 
claras que permitan la interoperabilidad y estanda-
rización de la información. Además, es necesario 
el establecimiento de una mesa interinstitucional 
permanente, en que al menos participen el Ser-
vicio de Impuestos Internos, el Registro Civil, el 
Instituto Nacional de Deportes y el Ministerio 
de Desarrollo Social y Familia, esto con el fin de 
asegurar coordinación y evitar la duplicidad de 
información.

·	 Capacidad institucional y capital humano. El éxito 
de un registro interoperable no depende solo de 
la tecnología, sino también de las personas que lo 
gestionan. Será necesario asegurar que el Departa-

mento de Personas Jurídicas cuente con equipos 
profesionales con capacidades en gestión de datos, 
ciberseguridad, interoperabilidad y análisis de 
información, así como planes de capacitación 
permanente. Además, debiera contemplarse la 
posibilidad de apoyo técnico de otras reparticiones 
del Estado o instituciones externas.

·	 Infraestructura tecnológica. Además de los 
lineamientos expuestos en detalle respecto a la 
construcción del registro interoperable, y consi-
derando el diseño funcional, los estándares de 
datos, la integración de sistemas de información, 
la asignación de un identificador único, entre 
otras cuestiones, es necesario tener en cuenta 
que la creación y mantenimiento operativo del 
registro requiere de recursos permanentes, que 
permitan un mantenimiento correctivo y evolutivo, 
seguridad informática y soporte a usuarios. En 
este sentido, sería recomendable que el registro 
contara con una línea presupuestaria permanente 
que asegure viabilidad en el tiempo y reduzca el 
riesgo de reasignación de fondos.

·	 Transparencia y acceso ciudadano. Se debe 
garantizar que la información contenida en el 
registro —que sea de interés público— pueda 
estar disponible en un portal de acceso ciudadano. 
Al mismo tiempo, es deseable que se generen 
reportes que permitan monitorear el número 
de organizaciones existentes, ámbitos de acción 
y otras variables de caracterización mínima, 
que promuevan la transparencia y confianza 
ciudadana.

·	 Monitoreo, evaluación y mejora continua. Todo 
sistema de registro debe tener indicadores de 
desempeño claros: tiempos de actualización de 
información, nivel de completitud de registros, 
grado de interoperabilidad alcanzado, nivel de uso 
por parte de ciudadanos y organismos públicos, 
entre otros. Es importante definir un mecanis-
mo de evaluación periódica, independiente o 
interinstitucional, que permita detectar brechas, 
aprender de la implementación y garantizar una 
mejora continua.
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